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RESUMEN 

 

La implantación del modelo de políticas públicas participativas en Argentina se comprende 

mejor en el marco de los procesos de reforma del Estado implementados en las últimas 

décadas del siglo pasado, que dieron lugar a la redefinición de las relaciones entre Estado y 

sociedad que había orientado el desarrollo de los estados nacionales en la región 

latinoamericana durante buena parte del siglo XX. La multiplicación de experiencias de 

interacción entre el Estado y la sociedad civil en el marco de los procesos de política 

pública en las últimas décadas, abarca los distintos niveles de gobierno, pero ha asumido 

una relevancia particular en los ámbitos locales. 

Al revisar la historia de las últimas décadas, cabe encontrar un abanico sumamente amplio 

de procesos institucionales que organizan la participación de la sociedad civil en los 

procesos de política pública, particularmente en los ámbitos locales y subnacionales. Se 

trata de una gama de experiencias de articulación sumamente diversa, que asumen formatos 

distintos según la escala territorial y político-administrativa de referencia, según las 

características de las instancias sociales que intervienen, según el momento del ciclo de 

políticas, según el campo de intervención, según el grado de intervención de la sociedad en 

las decisiones estatales, etc.  

Siguiendo estos criterios, esta revisión tomará en consideración los modelos y experiencias 

paradigmáticos de cada período histórico: la participación popular/ comunitaria y la 

propuesta de la concertación social de la época industrialista; la intervención de la sociedad 

civil en la gestión de políticas, el desarrollo local y la emergencia de los “nuevos 

movimientos sociales” de los años neoliberales; la fuerte movilización social y activación 

de la economía social que acompañó a la crisis de fin de siglo; y las numerosas propuestas 

de participación ciudadana que se han puesto en marcha en esta última década de 

reconstrucción del Estado: presupuestos participativos, programas socioproductivos, 

instancias multiactorales de formulación y/o gestión de políticas, experiencias de incidencia 

de la sociedad civil, etc.  
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La perspectiva de análisis que guía esta revisión buscará apartarse de la mirada normativa o 

evaluativa que analiza las experiencias en referencia a un modelo ideal preestablecido; para  

adaptar una lectura sociopolítica de los fenómenos ,que ponga de relieve las modalidades 

de relación política que se establece entre la sociedad civil y el Estado, en cada período. 

 

1. Un campo diverso, múltiples denominaciones 

La intervención de la sociedad civil organizada en los procesos de formulación y gestión de 

políticas estatales constituye un fenómeno relativamente reciente en la historia del Estado y 

los sistemas políticos contemporáneos. En América Latina, y particularmente en la 

Argentina, los modelos de gestión de políticas públicas en el marco de mecanismos de 

articulación entre el Estado y las instancias organizadas de la sociedad civil aparecieron con 

fuerza en el momento de la recuperación democrática, luego de superados los gobiernos 

autoritarios. 

La implantación del modelo de políticas públicas participativas se comprende mejor 

en el marco de los procesos de reforma del Estado implementados en las últimas décadas 

del siglo pasado, que dieron lugar a la redefinición de las relaciones entre Estado y sociedad 

que habían orientado el desarrollo de los Estados nacionales en la región latinoamericana 

durante buena parte del siglo XX. La reforma neoliberal puso en cuestión la matriz Estado-

céntrica que había regido las políticas de desarrollo, abriendo nuevos espacios tanto para la 

intervención del sector privado, a través de las políticas de privatización y desregulación, 

como también para la sociedad civil, que comenzó a asumir nuevos roles en la gestión de 

las políticas sociales. 

Este proceso de transformación no solo ha llevado a ampliar los márgenes de acción 

del mercado en los procesos de política, sino que también ha dado por resultado una 

dinámica de mayor intervención de diferentes actores de la sociedad civil en la gestión de 

las políticas públicas. En especial en las políticas sociales, se ha registrado en las últimas 

décadas una creciente incorporación de actores no estatales en el proceso de formulación y 

gestión, redefiniéndose así el modelo de vinculación de la sociedad civil con el Estado. 

Se trata de experiencias que extienden la participación de actores sociales en las 

decisiones relativas a los asuntos públicos más allá de lo previsto por los procedimientos 

del sistema democrático representativo. Es decir, la intervención de la sociedad no se 

restringe a la participación electoral para la elección de las autoridades que la representarán, 

sino que constituye mecanismos institucionalizados para viabilizar la implicación de 

instancias organizadas de la ciudadanía en diferentes momentos del ciclo de políticas. 

La multiplicación de experiencias de interacción entre el Estado y la sociedad civil 

en el marco de los procesos de política pública en las últimas décadas abarca los distintos 

niveles de gobierno, pero asume una relevancia particular en los ámbitos locales. La 

proximidad espacial entre los ciudadanos y el gobierno facilita el desarrollo de estas 

modalidades de intervención social en la gestión de la política, ya que la interacción entre 

los actores sociales y políticos puede ser más cercana y cotidiana. Asimismo, el recorte 

local permite generar escenarios territoriales de articulación construidos en torno a 

cuestiones compartidas, y por lo tanto, actores más comprometidos con la articulación. 
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Nos encontramos, entonces, con un abanico sumamente amplio de procesos 

institucionales que organizan la participación de la sociedad civil en la política pública, 

particularmente en los ámbitos locales y subnacionales. Se trata de una gama de 

experiencias de articulación muy amplia y diversa, que asumen formatos distintos según la 

escala territorial y político-administrativa de referencia, según las características de las 

instancias sociales que intervienen, según el momento del ciclo de políticas, según el 

campo de intervención, según el grado de intervención de la sociedad en las decisiones 

estatales, etc.
2
 

En este variado universo, cabe encontrar un extenso espectro de conceptos 

construidos para nombrar a las experiencias de interacción particulares que se llevan 

adelante en cada caso. Como se verá más adelante, un segmento importante de 

investigaciones sobre este campo consiste en estudios de caso, restringidos a una 

experiencia en particular, cuya denominación viene asignada por la propia práctica. 

Algunos autores han intentado reconstruir, aunque sea parcialmente, listados de 

instrumentos particulares que implican la participación de la ciudadanía en las políticas 

estatales en ámbitos locales
3
, mientras que otros analistas buscan ordenar esta variedad en 

algunas categorías o tipos más agregados.
4
 

Resultaría imposible construir una enumeración exhaustiva de los términos que 

circulan en los discursos académicos, técnicos y políticos para nombrar a las experiencias 

de interacción entre Estado y sociedad civil, en parte porque se trata de un universo tan 

polifacético que no sería posible ubicar un único criterio ordenador. Puesto que el objeto de 

esta investigación son las experiencias de interacción entre actores de la sociedad civil y el 

Estado como formas de participación ciudadana, resulta necesario sistematizar esta 

proliferación de palabras en un marco analítico que permita distinguir los contenidos y 

significados que están implícitos en cada una de estas expresiones. En esta línea, nos 

proponemos organizar este universo discursivo tomando como referencia ordenadora los 

debates teóricos y políticos que sostienen las elaboraciones conceptuales que dan sentido a 

cada una de estas denominaciones. 

Ello nos enfrenta con una producción analítica sumamente interesante, que en 

América Latina en general, y en la Argentina en particular, ha acompañado a esta dinámica 

de proliferación de prácticas participativas. La literatura sobre este tema, generada tanto 

desde la investigación académica como desde los discursos políticos y desde el ámbito de la 

formulación y/o gestión de iniciativas de acción, es muy amplia, lo que permite analizar 

con cierta profundidad las perspectivas ideológicas y políticas que sustentan los distintos 

modelos. 

La primera sección de este artículo está dedicada a la reconstrucción histórica de los 

discursos políticos y académicos sobre participación ciudadana en América Latina y la 

Argentina. En la segunda parte, se revisarán los términos que organizan el debate en la 

actualidad, para concluir, a manera de cierre, con la formulación de una perspectiva propia 
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sobre la participación ciudadana y la enunciación de un conjunto de interrogantes que 

contribuyen a estructurar esta investigación. 

2. Las diferentes perspectivas acerca de la relación entre Estado y 

sociedad civil en la historia reciente latinoamericana y argentina 

El foco de esta investigación se posiciona sobre las formas de interacción entre el Estado y 

la sociedad civil, en el marco de los procesos de políticas públicas; esto es, las modalidades 

de inclusión de la ciudadanía en procesos decisorios sobre las cuestiones públicas en el 

contexto de las intervenciones estatales. 

Para comprender mejor las elaboraciones que circulan en torno a la cuestión de la 

participación en políticas públicas, resulta de utilidad entender la génesis de las 

concepciones que hoy animan este debate. Eso nos lleva a un esfuerzo de reconstrucción 

histórica de los discursos que abordaron el tema de la participación en nuestro país y 

América Latina, análisis que no puede separarse de la comprensión de las grandes 

orientaciones que marcaron los modelos de desarrollo en nuestro país y en el conjunto de la 

región. Trazar la historia de los conceptos que han fundamentado los diseños participativos 

de políticas públicas lleva, necesariamente, a delinear también una historia de los diferentes 

formatos que ha asumido la articulación entre Estado y sociedad en cada momento 

histórico. En este campo, donde los discursos políticos e ideológicos tienen un peso 

particular, resulta difícil escindir la historia del debate conceptual del desarrollo de los 

procesos sociopolíticos, de las prácticas institucionales y de las enunciaciones de los 

actores de cada momento 

Cabe advertir, además, que este desarrollo no debería entenderse como un recorrido 

cronológico, puesto que muchas de las ideas que se fueron instalando sobre esta cuestión a 

partir de la segunda mitad del siglo pasado están todavía vigentes, o bien han reaparecido 

bajo denominaciones o matices diferentes. Asimismo, este análisis no pretende recorrer en 

profundidad la historia de los modelos de desarrollo que han marcado los cambios sociales 

y políticos de la segunda mitad del siglo pasado, sino más bien tomar esas referencias como 

marcos contextuales de las elaboraciones consideradas. 

A continuación, en la primer parte de estas reflexiones se analiza la historia de los 

modelos de participación que asumieron especial importancia en cada etapa de la historia 

latinoamericana reciente. El recorrido comienza con la revisión de los postulados de la 

participación comunitaria, participación popular y concertación social que ocupaban este 

espacio en la época desarrollista. Sigue con el análisis de las formas de participación en 

políticas sociales y desarrollo local impulsadas en los momentos de auge neoliberal. 

Continúa con el examen de las modalidades de participación más politizada que generó la 

crisis económica. Y concluye con una revisión más profunda de las orientaciones 

principales que organizan el debate en estos tiempos de recuperación del valor del Estado y 

lo público. 

2.1. La participación en el Estado industrial-social 

Un recorrido de este desarrollo teórico debería comenzar con la instalación en el debate 

público de la cuestión de la participación social, un término que comenzó a ocupar un lugar 

importante en los discursos académicos y políticos en el marco de los procesos de 

modernización social y económica que vivieron los países latinoamericanos a mediados del 
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siglo pasado. Ya superadas las luchas por la ampliación de la participación política, el 

avance del desarrollo industrial y, más especialmente, de las políticas desarrollistas 

convocaba a una mayor incorporación de los sectores populares tanto en la actividad 

económica –en la producción y en el consumo– como en los ámbitos políticos y sociales, 

con el objetivo de asegurar la modernización de las pautas culturales y sociales de una 

sociedad donde el atraso económico se vincula con el social (Wolfe, 1984). 

La cuestión de la participación de los sectores populares –o del “pueblo”, para usar 

una expresión de la época– en la promoción de los procesos de desarrollo y en el acceso a 

sus beneficios abrió un amplio campo de análisis teórico y político, como también de 

elaboración de discursos propositivos, que dio lugar al surgimiento de términos más 

específicos –como participación comunitaria o participación popular– que es posible 

encontrar todavía en los discursos actuales sobre este tema. 

El concepto de participación comunitaria alude a la intervención de los distintos 

segmentos que componen una comunidad –principalmente, individuos, familias y 

organizaciones de base– en decisiones y acciones que tienen por objeto el desarrollo social 

de esa comunidad. Este término cobró fuerza en el marco del paradigma desarrollista de la 

década de 1960, como una estrategia para fortalecer la dinámica de crecimiento económico 

y su consiguiente “derrame”, como desarrollo social, al conjunto de la sociedad. Como 

señala Guimaraes en el análisis de los discursos desarrollistas: “Existe ya el consenso 

generalizado de que una movilización de recursos de la magnitud que se requiere para el 

desarrollo no se puede realizar, con alguna posibilidad de éxito, sin la participación activa 

de la población” (Guimaraes, 1987). En este sentido, las estrategias de la participación 

comunitaria eran vistas como resortes apropiados para extender los beneficios del progreso 

a las comunidades marginales o en situación de pobreza. En un contexto de crecimiento 

económico, tendencia al pleno empleo y una política de intervención estatal en la economía 

orientada a las actividades más concentradas, esta estrategia consideraba a la marginalidad 

como un fenómeno económico, social y cultural, lo que conducía a una perspectiva integral 

del desarrollo y de la integración social, como bien detallan Cardarelli y Rosenfeld (1998). 

La superación de la marginalidad requería, entonces, de intervenciones integrales que 

implicaran a los grupos de sectores populares como sus protagonistas en acciones de escala 

comunitaria de mejoramiento de su situación. 

El adjetivo “comunitaria” indicaba los límites de esta propuesta de organización de 

los sectores populares, ya que definía como contexto de la participación a la “comunidad”, 

una noción que alude a un espacio social pequeño y acotado territorialmente, en vez de 

apuntar a la intervención en la sociedad. Subyacía a este modelo la idea de que la población 

pobre o marginal vivía en comunidades relativamente homogéneas y cerradas que era 

necesario activar para mejorar la incorporación de esos grupos sociales al progreso social y 

económico, pero sosteniendo, a la vez, la pertenencia comunitaria de esos sectores. Es 

decir, el objetivo era implicar a los grupos pobres en el mejoramiento en las condiciones de 

vida, sin que ello supusiera desencadenar procesos de transformación del modelo de 

desarrollo ni de la estructura social. 

Este recorte pone en evidencia que este enfoque proponía un modelo despolitizado 

de participación, ya que el contexto de intervención estaba reducido a las condiciones de 

vida de la propia comunidad. Las decisiones sobre la orientación de las políticas públicas 

quedaban fuera del campo de la participación, pues en esa concepción, esas eran 
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atribuciones de los resortes institucionales del sistema político representativo. Como señala 

explícitamente Guimaraes, la participación comunitaria es “microsocial”, ya que “la 

participación a nivel macrosocial […] se define por democracia” (Guimaraes, 1987). Las 

herramientas metodológicas que formaban parte de esta estrategia se ceñían a los propósitos 

acotados por la escala comunitaria: instrumentos de intervención de nivel microsocial, 

provenientes en general del campo del trabajo social y la psicología social, junto con las 

más novedosas –para la época– reformulaciones de las metodologías de planificación con el 

objeto de incorporar a los destinatarios en instancias de planificación participativa. Así, el 

modelo de la participación comunitaria constituía una de las innovaciones más interesantes 

del diseño de las políticas públicas sobre la cuestión social, que proponía el pensamiento 

desarrollista. 

Otro movimiento se estaba gestando en esos años desde la sociedad civil, impulsado 

en una dirección semejante pero con bases ideológicas muy diferente. La radicalización de 

los procesos políticos que se vivió en América Latina en la década de 1970, procesos que 

ponían en cuestión el modelo de desarrollo capitalista y, por consiguiente, las estructuras 

políticas tradicionales, fue impulsada por movimientos populares contestatarios. En el 

marco de esta movilización, la participación en las decisiones públicas tomó un sentido 

radicalmente diferente al del enfoque antes descripto, ya que los objetivos de los actores de 

la sociedad civil para la intervención en los asuntos públicos se formulaba en términos de la 

transformación revolucionaria del modelo de desarrollo. 

En el contexto de la intensa conflictividad social y política que marcó a este 

momento histórico cabe ubicar a más de una vertiente referida a la noción de participación. 

Por un lado, el sentido del término participación política se salió del marco estrecho del 

sistema político electoral al que había estado referido durante la primera mitad del siglo 

XX, incorporando en su accionar objetivos y estrategias revolucionarias que cuestionaban 

de raíz al propio sistema político, profundizando aún más el compromiso de esa 

participación con la transformación social. Este direccionamiento de la visión sobre los 

alcances de la participación política constituye un hecho de especial relevancia en la 

historia contemporánea de nuestros países, que influyó profundamente en el enfoque que 

orientaba las acciones que se desarrollaban en el ámbito social y comunitario, así como en 

el desarrollo de los movimientos sociales contrahegemónicos que incursionaron en el 

debate político en las décadas siguientes. 

La influencia de esta perspectiva político-ideológica sobre el campo del trabajo de 

promoción social que desarrollaban organizaciones populares se plasmó en una 

construcción conceptual sobre la participación que cuestionaba los límites del adjetivo 

“comunitaria”. La intervención de la sociedad en los procesos de las políticas estatales ya 

no se restringía a la integración de los sectores marginales, sino que además tenía por 

objetivo la transformación de la estructura económica y social. La perspectiva de la 

educación popular, sistematizada por Paulo Freire, aportó las herramientas para sostener 

una actuación que buscaba promover una mayor implicación de los sectores populares en el 

cambio de sus condiciones de vida. La adopción del modelo de intervención significó, 

señalan Cardarelli y Rosenfeld (1998), un cambio paradigmático que tuvo influencia en el 

desarrollo de otras estrategias de acción semejantes –como la investigación participativa– 

que ponen el foco en el valor transformador de los procesos de construcción colectiva del 

conocimiento. 
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Desde esta perspectiva ideológica, algunos autores de la época propusieron la 

noción de participación popular para distinguirla de la idea comunitaria arriba reseñada, 

planteada como un término que permite incorporar la dimensión política en su formulación. 

Desde una mayor preocupación por la incorporación de los sectores populares a los 

procesos de desarrollo, se construyó una perspectiva que puso a la participación en el 

centro de los procesos de planificación, otro componente principal de la visión desarrollista, 

y se interesó, entonces, por la articulación entre las estrategias participativas y la 

planificación de las políticas públicas. Ello puso de relieve el papel del Estado como 

interlocutor de las acciones públicas populares, y de esta manera, habilitó una escala más 

amplia, de orden macrosocial, como referencia de dichas acciones. 

En este sentido, Wolfe (1984) cita un interesante párrafo de Fernando Henrique 

Cardoso escrito en 1982, donde el futuro presidente brasileño ponía en evidencia los riesgos 

de una visión de la participación acotada a las fronteras de la comunidad, en vistas del 

avance de los modelos neoliberales: 

La desconfianza popular en las instituciones nacionales y el repliegue a la 

solidaridad localizada en la comunidad pueden concordar con los esfuerzos de los 

regímenes neoliberales por despojar al Estado de sus responsabilidades sociales 

dejando que las familias y comunidades más desfavorecidas se batan solas lo mejor 

que puedan. (Cardoso, 1983, citado en Wolfe, 1984). 

Esta cita (paradojal, si se tiene en cuenta su autor) también pone en discusión otra 

arista del tema de la participación que estas lecturas advertían: que las demandas de los 

sectores populares suponen transformaciones en la estructura económica y, por lo tanto, 

afectan las relaciones de poder en una sociedad capitalista. La participación de los sectores 

populares queda así intrínsecamente ligada a las luchas políticas de la sociedad, y se afirma 

entonces el carácter político de la intervención de los actores sociales en las decisiones de 

políticas. 

Las dos vertientes que acabamos de describir y que tomaban las propuestas de 

participación de los sectores populares ubicaban a la intervención de la sociedad en el 

campo de las políticas sociales, es decir, en el plano de las necesidades de reproducción 

social. El desarrollo de mecanismos de articulación entre el Estado y la sociedad, sin 

embargo, no se restringía a la problemática de la atención asistencial de las condiciones de 

vida, sino que también organizaba institucionalmente la interacción en torno a los intereses 

sectoriales, en las pujas que tenían lugar en el plano de la relación entre capital y trabajo, 

una problemática que se ubica en el eje central de la cuestión social. 

Estos otros mecanismos se enmarcan en la tradición de la concertación social, 

término que hace referencia a dinámicas de negociación entre intereses sectoriales 

diferentes propias de las estructuras de decisión de los regímenes corporativos. Los actores 

de los procesos de concertación son, entonces, los grupos de interés organizados, entre los 

que se destacan los sindicatos y las corporaciones empresariales. El Estado interviene como 

garantía de legitimidad de los acuerdos y reaseguro de la incorporación de dichos acuerdos 

a las políticas públicas. Es decir, la concertación constituye una forma de mediación entre 

sectores e intereses de la sociedad y el sistema político-institucional de toma de decisiones, 

como bien plantean  Grossi y Dos Santos (1983). 
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Si bien la base de sustentación de esta configuración institucional son negociaciones 

entre instancias privadas, estos acuerdos alcanzan carácter público en virtud de la cobertura 

de legitimación estatal y la consiguiente incorporación en las políticas públicas. De esta 

manera, la concertación aparece como una de las modalidades institucionalizadas a través 

de las cuales la sociedad interviene en las decisiones sobre los asuntos públicos, aunque en 

función de una agenda sectorial acotada. 

Resulta evidente que esta visión sobre la interacción entre Estado y sociedad tiene 

importantes diferencias con respecto a las perspectivas que se engloban en el concepto de 

participación, por varios motivos. Las experiencias de concertación social en América 

Latina tienen su origen en el desarrollo del sindicalismo organizado, y el consiguiente 

despliegue de mecanismos de negociación salarial con las entidades representantes del 

sector empresarial. En la historia argentina, en particular, la regulación de las relaciones 

económico-sociales a través de estos mecanismos permitió que los sectores del trabajo 

puedan procesar sus demandas dentro del modelo de desarrollo capitalista, postura 

ideológica que mantiene fuertes diferencias con la propuesta revolucionaria de la 

participación popular.
5
 

En síntesis, los diseños institucionales de interacción entre el Estado y la sociedad 

que proponía el modelo desarrollista en el marco del Estado social industrialista –la 

participación comunitaria, la participación popular y la concertación social– delimitaban un 

campo de intervención acotado que no pretendía intervenir en las grandes decisiones 

políticas. Era un espacio reservado para los mecanismos representativos, si bien estos se 

apoyaban en presupuestos muy diferentes respecto de los alcances políticos –en el sentido 

más amplio del término– de la participación. Los núcleos estratégicos de estos modelos –a 

saber, la lógica comunitaria, la negociación y la intervención en política– continúan 

presentes en los debates actuales sobre la participación ciudadana. 

2.2. Reestructuración neoliberal y deslegitimación del Estado: la 

participación se aleja de la política 

Este debate perdió vigencia ante los profundos cambios económicos y políticos que 

sobrevinieron en el conjunto de la región latinoamericana a finales de las décadas de 1970 y 

comienzos de los años 1980. La reestructuración del modelo de desarrollo a escala global 

impactó fuertemente en América Latina, trayendo consigo transformaciones radicales en la 

relación entre Estado y sociedad, y consiguientemente en la orientación de las políticas 

públicas. Si bien no todos los países sufrieron gobiernos dictatoriales como el que vivió la 

Argentina, en general las ideologías revolucionarias que orientaban la acción popular 

fueron prácticamente arrolladas por la represión gubernamental y el avance de las ideas 

neoliberales. Asimismo, la crisis económica y las políticas de ajuste estructural marcaron el 

fin del modelo desarrollista de fuerte intervención estatal en los procesos de planificación, 

instaurándose a partir de entonces el enfoque neoliberal surgido del consenso de 

Washington: retracción del gasto público, apertura de la economía al mercado 

internacional, privatizaciones y desregulación. 

                                                
5
 Esta frase no pretende resumir, en tan pocas palabras, los sumamente complejos procesos de relación entre 

sindicatos y movimientos revolucionarios, sino señalar las similitudes y diferencias entre el modelo de la 

participación popular y el de la concertación social. 
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Fue así que los modelos de políticas sociales comenzaron a incluir en su diseño 

diferentes modalidades de participación de la sociedad civil en la gestión de los programas 

sociales asistencialistas y focalizados, tanto en nuestro país como en el conjunto de 

América Latina. Esta estrategia tomó algunos elementos de la metodología de la 

participación popular, particularmente por la identificación de los destinatarios en relación 

con la situación de pobreza, aunque dejando de lado las concepciones relativas al proyecto 

de transformación socialen que se inscribía esta mirada, tanto en su versión desarrollista 

como en la anticapitalista. La fundamentación que sostuvo la perspectiva sobre la 

participación en programas sociales que se instaló en el contexto de la reforma de las 

políticas sociales se apoyó en el consenso de la época sobre las deficiencias del desempeño 

estatal, proponiendo a cambio que la intervención de las organizaciones de la sociedad civil 

permitieran mejorar tanto la eficiencia como la transparencia de los procesos de gestión de 

las políticas. Asimismo, la propuesta de la participación de los destinatarios constituyó un 

componente central de la visión integral que sostenían las políticas focalizadas. 

Por otro lado, el avance de la sociedad civil en los diseños institucionales de las 

políticas públicas tanto en América Latina como en Argentina tuvo lugar en el marco de los 

complejos escenarios de reconstrucción democrática, despliegue de la globalización y 

reconfiguración neoliberal del modelo de desarrollo. Las formas de interacción entre la 

sociedad civil y el Estado resultaron teñidas por el clima de deslegitimación que enfrentó, 

en esta época, la institucionalidad política en su conjunto. A la vez, estas macrotendencias 

redefinieron la estructura territorial y político-administrativa del Estado y también de la 

sociedad, dejando así abierto el espacio para procesos de cambio a escala local. 

Así, el enfoque neoliberal de reducción del papel de los Estados nacionales y la 

consiguiente ampliación de la intervención del sector privado y los mecanismos de mercado 

en la gestión de los servicios públicos se entroncó con la valorización de los ámbitos 

locales de interacción entre Estado y sociedad, dando el marco propicio para la instalación 

de los modelos del desarrollo local como alternativas de desarrollo económico y social. La 

perspectiva del desarrollo local recuperó la visión sistémica del desarrollo, aunque lo situó 

en otra escala territorial, propiciando el fortalecimiento de las instituciones locales frente a 

la declinación de la centralidad del Estado nacional. Asimismo, esta perspectiva retomó la 

propuesta estratégica de la concertación social entre el Estado y los sectores de la actividad 

económica, considerando a estas instancias en relación con su inserción en el territorio y, 

por lo tanto, redefiniéndolas en términos de actores locales del desarrollo. La articulación y 

concertación entre estos actores constituyó, para este enfoque, la trama institucional que 

pudo promover procesos de desarrollo endógeno desde el espacio local. Como se presenta 

en profundidad más adelante, el enfoque del desarrollo local estableció una de las 

proyecciones teóricas y políticas que emergieron en el contexto de la reestructuración 

económica neoliberal como modelo alternativo de interacción entre el Estado y la sociedad. 

Este modelo programático abrió las puertas a la elaboración de diversas propuestas 

estratégicas e instrumentos institucionales para encauzar el proceso de desarrollo local, 

como la planificación estratégica, las alianzas, las mesas de concertación, entre otros. 

Por último, en el difícil contexto de reconstrucción democrática, deslegitimación del 

Estado y de los canales de participación política ligados al sistema político, la sociedad 

civil organizada también vivió profundas transformaciones. Surgieron los llamados “nuevos 

movimientos sociales” que instalaron en la escena pública el reclamo en torno a 
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problemáticas individuales y colectivas diferentes a las que habían estructurado a los 

movimientos populares del período de desarrollo industrial. Desde la sociedad, estos 

movimientos propusieron una forma diferente de interpelación al Estado, presionaron por la 

ampliación de la agenda pública, reclamándole al Estado su intervención sobre cuestiones 

hasta entonces consideradas propias del ámbito privado, como se ha expuesto 

anteriormente. En el plano de las estrategias de acción, estos movimientos recuperaron 

algunas de los postulados y modalidades de trabajo que proponía la participación popular, 

en especial lo referido a la dinámica horizontal y participativa de toma de decisiones. 

La profundidad de estas transformaciones también llevó a reconfigurar las 

concepciones que hasta ese momento sustentaban las propuestas de mayor inclusión de la 

ciudadanía en las decisiones y acciones públicas. Los enfoques que se presentaron en los 

párrafos anteriores alimentan debates que están vigentes todavía en la actualidad, lo que 

amerita un desarrollo más profundo de cada una de esas perspectivas, como se presenta a 

continuación. 

2.2.1. Participación en gestión de programas sociales 

A partir de la reforma de las políticas sociales, se multiplicaron los programas sociales 

asistencialistas con diseño participativo, como decíamos previamente, promoviendo la 

incorporación de actores de la sociedad civil en algún momento del proceso de gestión. 

Los argumentos a favor de la adopción de estos diseños institucionales se 

difundieron en los distintos ámbitos involucrados en la gestión de políticas sociales, lo que 

llevó a instalar el tema de la participación en un lugar destacado de los discursos políticos y 

analíticos del momento. En los debates que se desenvolvían en el ámbito político como en 

el académico acerca del sentido y de los objetivos de este formato institucional, se pueden 

encontrar tres ideas centrales a torno a las cuales se construyen los discursos: a) que la 

participación de actores no estatales en las políticas sociales aseguraría mayor 

transparencia y eficacia a la acción pública; b) que supondría profundizar y ampliar la 

democracia, más allá de los mecanismos representativos; y c) que estas experiencias 

tendrían importantes impactos en el fortalecimiento de la sociedad civil. 

El enfoque expuesto por las instancias de formulación de las políticas (esto es, el 

Estado y los organismos multilaterales de crédito, principales fuentes de financiamiento de 

las políticas sociales compensatorias y focalizadas en la época de los programas de ajuste) 

sostenía que la participación de los destinatarios de los servicios sociales en su gestión 

aseguraría mayor eficacia, eficiencia y transparencia en los procedimientos. Este postulado, 

obviamente inscripto en la visión neoliberal sobre las fallas de los mecanismos estatales 

para gestionar las políticas, también se apoyaba en la confianza en las capacidades y la 

honestidad de las organizaciones de la sociedad civil para hacerse cargo de estas tareas. Los 

mandatos de “transparencia, fiscalización y participación” que propugnaban estas entidades 

internacionales como parte de los planes de ajuste (Rabotnikof et al., 2002; Tussie et al., 

1997) impregnó el discurso de los otros actores implicados en estas políticas. 

Otros razonamientos se basaban en la relevancia del incremento de la eficacia y del 

impacto de las inversiones sociales: señalaban que se mejoraría la sustentabilidad de los 

resultados de las políticas, ya que la participación de los destinatarios facilitaría que la 

comunidad se comprometiera más con las acciones e incorporara sus logros; que se 

incrementaría la equidad, ya que en programas focalizados, la intervención de 
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organizaciones de la comunidad ayudaría a precisar mejor la selección de los destinatarios 

como también articular mejor las demandas de la población; y que las contribuciones 

voluntarias de los destinatarios al proceso de gestión permitiría reducir costos.
6
 

Podría afirmarse, así, que esta visión acerca del valor de la participación de actores 

sociales en las políticas mantiene cierta ligazón con la perspectiva de la participación 

comunitaria, ya que recorta la participación al momento de la implementación de las 

acciones y a las acotadas metas de prestaciones y territoriales de los programas focalizados. 

Asimismo, un aspecto que merece un análisis más detallado es el referido a la 

identificación de los actores no estatales convocados a participar. Por un lado, los sujetos de 

la participación eran los destinatarios, es decir, la comunidad de pobres, lo que liga a esta 

perspectiva con el modelo de la participación comunitaria. Por el otro, en la operación 

conceptual que estaba en la base de estos razonamientos, en lo referente a la identificación 

de los interlocutores sociales de las políticas públicas, se asimilaba a los destinatarios de las 

políticas con las organizaciones comunitarias u ONG que trabajaban con esa población y, 

por lo tanto, con el conjunto de la sociedad civil organizada (Rabotnikof, 1999). Es decir, si 

bien las declaraciones sobre la participación en la gestión aludían generalmente a los 

destinatarios de las intervenciones estatales, cuando se pasaba al nivel del diseño de las 

actividades, particularmente en el marco de programas de alivio a la pobreza, las 

contrapartes eran preferentemente organizaciones de la sociedad civil, comunitarias u 

ONG. De esta manera, la participación de los beneficiarios era asumida por organizaciones 

sociales que se asignaban su representación. 

En virtud de esta formulación cobra importancia el fortalecimiento de la sociedad 

civil. Ese objetivo está presente en la mayoría de las argumentaciones que sustentan las 

políticas participativas, guiadas tanto por el propósito instrumental de mejorar la eficacia de 

la gestión –incrementando las capacidades de las organizaciones involucradas–, como 

también por motivos políticos, con vistas a fortalecer el desempeño del papel que el ideario 

neoliberal asignaba a la sociedad civil en la atención de las problemáticas sociales. 

Los discursos originados en espacios organizados de la sociedad civil señalan que la 

intervención en la gestión de los programas sociales se presenta como una valiosa 

oportunidad, en varios sentidos: como un avance hacia sus objetivos ideológicos y políticos 

de ampliación de los canales de participación de la sociedad en las decisiones públicas; 

como mecanismo para mejorar el desempeño de las políticas públicas;
7
 y también en un 

sentido más corporativo, de apertura de espacios para las organizaciones en las tareas de 

atención de las problemáticas sociales.
8
 Enfocadas en este horizonte, las organizaciones 

                                                
6
 Al respecto, en una publicación del Banco Mundial titulada “Las voces de los pobres”, se declara: “EL BM 

valora el papel de las ‘voces de los pobres’ porque [permite] garantizar una mayor eficiencia y focalización en 

la utilización de los recursos destinados a las políticas sociales y medioambientales […] y lograr una mayor 

transparencia en el destino de los fondos” (Cesilini, 2000). 
7
 Un artículo de Pérez Coscio, en una publicación destinada a ONG, enumera algunas de las potencialidades 

de la participación de OSC en la gestión de políticas: generan mejor focalización de los recursos públicos; 

favorecen articulación y complementación de recursos humanos y económico-financieros; brindan mayor 

legitimidad al proyecto; favorecen un mayor grado de autonomía y de sustentabilidad en el tiempo; mayor 

difusión (Pérez Coscio, 1998). 
8
 Merece citarse, al respecto, un párrafo de Bombarolo (1995): “Ante el debilitamiento y desprestigio del 

paradigma socialista y su referente institucional principal, el Estado, y la incapacidad del paradigma liberal de 

solucionar los problemas sociales a través del mercado, es creciente el número de políticos, académicos, y 
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sociales pronto encontraron los límites que los diseños de los programas y proyectos 

establecen para esos objetivos, lo que las llevó a criticar la escasa intervención que logran 

ejercer en el nivel de las decisiones sobre las políticas. 

En síntesis, las lecturas sobre las experiencias de participación de actores sociales en 

la gestión de las políticas públicas que se producen en el ámbito de las instancias más 

consolidadas de la sociedad civil presentan una doble mirada: por un lado, se aprecia 

positivamente la posibilidad de viabilizar la realización de parte los principios fundantes de 

la sociedad civil, como la ampliación de la participación libre, autónoma y solidaria en los 

procesos sociales; por el otro, advierten que dicha participación queda, en general, 

restringida a la fase de ejecución de las actividades, lo que debilita mucho su sentido. 

El debate académico también se ocupó de analizar este modelo participativo. Un 

grupo de investigaciones elaboradas por autores cercanos al mundo de las organizaciones 

de la sociedad civil se preocupó por la evaluación de las experiencias en relación con el 

grado de incidencia de las OSC en las decisiones sobre políticas públicas. Las revisiones 

realizadas por González Bombal y Villar (2003) y por González Bombal, Garay y Potenza 

(2003) de las experiencias efectivas que tuvieron lugar en la Argentina y otros países 

latinoamericanos, mayormente durante la década de 1990, no arrojaron resultados 

alentadores, ya que se advirtió que si bien se habían registrado espacios de consulta, no 

llegaron a constituir ámbitos de diseño, formulación o control de las políticas, concluyendo 

que la definición de las prioridades política no es un espacio abierto a la participación de las 

OSC. 

Otros autores exhibieron una perspectiva más radicalmente crítica respecto de los 

mecanismos participativos desplegados en esos años. La evaluación que realizaron 

Cardarelli y Rosenfeld (1998, 2001, 2002) y las conclusiones de García Delgado y De Piero 

(2001) cuestionaban que en estos diseños la participación se redujera a los límites de los 

programas, esto es, quedara encerrada en la escala micro de la gestión, en la fase de 

ejecución de las actividades, semejante a la tradición de la “participación comunitaria”, tan 

difundida en la época desarrollista. Desde una mirada que valorizaba particularmente los 

objetivos de ampliación democrática implícitos en la noción de participación, estos autores 

criticaban el modelo de relación entre Estado y sociedad, de sesgo antipúblico, instaurado 

en el marco de las reformas neoliberales. 

Así, si bien el argumento de estas estrategias aludía a la ampliación de la 

democracia y la incorporación de otras voces en la gestión de las políticas, los 

investigadores remarcaban que los diseños reales dejaban a los destinatarios fuera de las 

decisiones referidas a la orientación de la política, aquellas que podrían contribuir al 

desarrollo de una ciudadanía más ampliada. 

Sin procesar estas tensiones, los programas y proyectos sociales que apelan 

a la revalorización de la sociedad civil se han resignado, finalmente, a adscribir a 

una concepción de ciudadanía acotada y referenciada por una agenda discrecional y 

restringida. (Cardarelli y Rosenfeld, 2001: 50). 

Mirando los impactos en las organizaciones de la sociedad civil, Martínez Nogueira 

(2000) señala que la transformación estructural del Estado y de las políticas públicas 

                                                                                                                                               
técnicos que ha puesto los esfuerzos en analizar nuevas alternativas de desarrollo social a partir de la ‘gente’ y 

sus organizaciones sociales: las OSC” (Bombarolo, 1995: 17). 
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permite la conversión de las OSC de una perspectiva de oposición y recelo ante el riesgo de 

la cooptación por parte del Estado, a una actitud proactiva de incorporación regular en la 

gestión de las políticas. Aunque el autor evalúa positivamente este recorrido, expone 

algunos de los riesgos político-institucionales referidos a la posible “corporativización” de 

la representación de la ciudadanía y el consiguiente empobrecimiento de la democracia. 

Restringida así a las instancias de microgestión de los programas sociales 

asistencialistas y focalizados, la participación en las políticas públicas pierde sentido 

político, ya que no involucra cuestiones o decisiones relativas a la distribución del poder en 

la sociedad, ni en el plano económico ni en el político-institucional. El paradigma gerencial 

–neoinstitucional de la política social, como lo definen García Delgado y De Piero (2001)–, 

al idealizar los valores de la transparencia, la solidaridad y el fortalecimiento de la sociedad 

civil, pone de manifiesto la subyacente visión negativa de la política y del Estado. En la 

misma línea, Cardarelli y Rosenfeld señalan que la orientación predominante en la época 

considera a la gestión asociada solo como una instancia de articulación de actores, una 

lectura que expresa un sesgo instrumental y ejecutivista, declaradamente “apolítico” 

(Cardarelli y Rosenfeld, 2001). 

Como señala De Piero (2005), este modelo de “neobeneficencia” propio del ideario 

neoliberal propone desligar al Estado de sus responsabilidades en el campo de la política 

social, para asignar a las organizaciones de la sociedad civil la tarea de atender las 

necesidades sociales. Esta postura, indica el autor, sostiene así la idea de escisión entre lo 

político, lo económico y lo social, y construye una visión simplificada de la cuestión social, 

desligada de la dinámica excluyente del mercado y de las políticas públicas vigentes en 

esos años, que puede ser atendida por la colaboración solidaria de las “organizaciones sin 

fines de lucro”, en una política que reemplaza la centralidad del principio de los derechos 

por la preeminencia del valor de la solidaridad. 

En una línea semejante, Cunill Grau (1995) denomina a la intervención en la 

ejecución como “gestión privada de servicios o programas públicos”, diferente de la 

“expresión de intereses sociales organizados en el propio proceso de formulación de 

políticas y decisiones públicas”. Desde una concepción que distingue con claridad la 

posición de exterioridad de los actores de la sociedad civil respecto de las políticas 

públicas, esta crítica pone de manifiesto las implicancias que tendrían estas formas de 

interacción en la construcción de los sujetos de la participación. Además, alerta sobre “la 

prefiguración de los sujetos a través de las propias formas de participación que se ofertan 

desde las instancias gubernamentales, como “clientes o consumidores” más que como 

“sujetos políticos”, lo que afectaría el ejercicio de la función de control que corresponde a 

la intervención de la ciudadanía. 

En estas miradas, en síntesis, subyace una visión crítica sobre los formatos 

participativos propios del esquema neoliberal que reducían la intervención a la gestión de 

los programas sociales, sugiriendo que la adopción de estas modalidades de participación se 

convertía, principalmente, en dispositivos de gestión para la producción y/o distribución de 

los servicios sociales. La verdadera intervención política, es decir, la que facilitaría la 

democratización del Estado y de la sociedad que se proclamaba en las fundamentaciones de 

los programas sociales participativos, radicaría en la posibilidad de tomar parte, como 

sujetos autónomos, en el momento de la definición y diseño de las políticas públicas. Esta 

visión, presente en la mayoría de los análisis sobre estos mecanismos, apunta a señalar las 
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debilidades de estas experiencias como ámbitos de participación efectiva de los sectores 

desfavorecidos y su limitada potencialidad para la democratización de las políticas sociales 

(Cardarelli y Rosenfeld, 2001, 2002; García Delgado y De Piero, 2001). 

Matizando esta perspectiva crítica, algunos de estos autores introducen algunas 

interpretaciones que ligan el debate con otros conceptos. Así, se señala como aspecto 

positivo, relacionado con los propósitos de fortalecimiento de la sociedad civil, el efecto de 

las experiencias de gestión pública participativa en el desarrollo de liderazgos e identidades 

locales (Cardarelli y Rosenfeld, 1998), o de empoderamiento individual y organizacional 

(Clemente, 2004a). Estas lecturas sobre los efectos de las políticas participativas en el 

tejido social de los sectores empobrecidos abren un vínculo conceptual con algunos 

elementos de la noción de participación comunitaria –la valoración de las capacidades de 

los pobres–, como también con los enfoques acerca del capital social, aunque proponen 

reubicarlos en un marco ideológico que jerarquice la cuestión de la democracia y la equidad 

social. En una línea semejante, Pírez propone que estos diseños participativos deberían 

ayudar a incluir en las instancias de negociación y en la perspectiva del interés general las 

posiciones de los actores con menor capacidad de influencia, de modo de “tender a 

equilibrar la distribución desigual del poder” (Pírez, 2000). Esta capacidad de inclusión es 

considerada por Fleury (2004) como un “enorme potencial de innovación social”, término 

que se inserta en los debates sobre la modernización de la gestión pública. 

En el nivel de los instrumentos de gestión, el mecanismo más mencionado es el de 

“gestión asociada”, término respecto del cual no cabe encontrar una definición unívoca, 

pero que en general alude a la cogestión entre el Estado y los actores sociales que organizan 

o representan a los destinatarios de los programas sociales. El núcleo de este mecanismo 

radica, según Cardarelli y Rosenfeld (2002), en el establecimiento de escenarios de 

formulación y gestión de políticas públicas, compartidos entre el Estado y la sociedad civil, 

organizados en función de reglas de juego que aseguren la participación de todos los 

actores involucrados en el proceso de la política pública. 

Esta escueta definición contiene en sí misma varias de las ambigüedades que están 

en el fondo de los debates antes reseñados: qué posición ocupan los actores no estatales en 

esa relación de cogestión; cómo se construyen los actores que representan el lugar de los 

“destinatarios”; y cuáles son los límites que establece el formato de los programas 

focalizados. 

Subyace en buena parte de las producciones analizadas una posición teórico- 

política que abrevaba en las teorías normativas de la sociedad civil, que partían de una 

valoración positiva acerca de la capacidad de representación social de las organizaciones de 

la sociedad civil y el potencial de democratización que conlleva su interacción con el 

Estado, cuando se aseguran la fortaleza y autonomía de los espacios asociativos. En esta 

línea, los trabajos que se generaron en este campo parten de un supuesto implícito respecto 

de que las condiciones ideales de dicha participación apuntan a un horizonte de 

fortalecimiento del sector. 

2.2.2. La interacción en espacios locales: desarrollo local y planificación 

estratégica 

Sostenidas en la crítica al modelo Estado-céntrico de planificación del desarrollo, y basadas 

en la evidencia de las limitaciones de las políticas centralizadas para generar procesos de 
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desarrollo sostenido, las teorías del desarrollo local postulan como alternativa la creación 

de instancias de articulación entre actores locales. Según ellas, el espacio de concertación 

entre el Estado, el sector privado y la sociedad civil puede constituirse como base 

institucional de los procesos de cambio endógenos. Este espacio de concertación se 

convierte en una nueva institucionalidad local, que busca representar a los diversos 

intereses presentes en la sociedad local y asume el liderazgo del proceso. 

Es así que el ideario del desarrollo local otorga especial relevancia a las dinámicas 

de interacción entre Estado y sociedad que trascienden los mecanismos del sistema político 

representativo, y valoran la participación de los actores no estatales como fuente de 

fortalecimiento de la institucionalidad local o territorial. 

Los procesos de transformación de origen endógeno, a los que el modelo del 

desarrollo local apela, requieren un grado importante de estabilidad y sostenibilidad, en 

plazos relativamente largos. Es por ello que la cuestión de la consolidación institucional de 

las dinámicas de articulación de actores cobra especial relevancia, puesto que de la 

fortaleza de dicha instancia institucional es que depende, en buena medida, el logro de los 

objetivos planteados. 

En este enfoque, la articulación de los actores estatales, sociales y privados que 

conforman un territorio aparece como una estrategia fundamental de cambio, tanto en los 

escritos de corte teórico que conciben a los sistemas territoriales como los nuevos sujetos 

del desarrollo (Arocena, 2002; Bervejillo, 1995; Boisier 2000 y 2001; Boscherini y Poma, 

2000), como en las numerosas y variadas descripciones de experiencias puntuales de 

cambio local.
9
 Estos textos latinoamericanos y europeos contribuyeron a instalar en el 

debate político y académico el valor de la interacción entre actores locales, al proponer la 

generación de espacios de concertación público-privada. 

Es posible identificar diferentes vertientes dentro del campo de pensamiento sobre 

el desarrollo local, en función del énfasis que asignan a los distintos ámbitos de 

movilización de las dinámicas de desarrollo. 

Por un lado, los enfoques que ponen el acento en la dimensión económica asocian el 

desarrollo de la economía local o regional con el incremento de la productividad y 

competitividad del sistema productivo territorial y su consiguiente potencial de inserción en 

el mercado global (Vázquez Barquero, 1997 y 2001; Albuquerque, 2001) Estas posturas 

proponen fortalecer la articulación entre el sector productivo y el Estado local y el 

encadenamiento entre empresas locales, a fin de estimular procesos endógenos de 

innovación e incremento de la productividad.
10

 

Otros enfoques hacen hincapié en la dimensión sociopolítica de los procesos 

locales, poniendo atención en la dinámica de participación y articulación de actores, 

                                                
9
 La literatura que aborda la sistematización de experiencias es demasiado amplia como para citar un solo 

texto, pero cabe mencionar –entre otros– algunas compilaciones, como Burin y Heras (2001); Venecia (1998); 

Vázquez Barquero y Madoery (2001); la Revista Pobreza Urbana y Desarrollo, del IIED, o las publicaciones 

del CLAEH, de Uruguay. 
10

 En palabras de uno de los principales referentes de esta corriente, A. Vázquez Barquero: “El desarrollo 

endógeno es un proceso de crecimiento y cambio estructural, que se caracteriza por una dimensión territorial, 

no sólo debido al efecto espacial de los procesos organizativos y tecnológicos, sino por el hecho de que cada 

localidad, cada región es el resultado de una historia en la que se ha ido configurando el entorno institucional, 

económico y organizativo” (Vázquez Barquero, 1997: 123). 
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fenómenos que constituyen la fuerza directriz y la base institucional de proceso de 

desarrollo (Boisier, 1999, 2000, 2001; Marsiglia y Pintos,1997). El aporte principal de este 

enfoque radica, por lo tanto, en la relevancia que otorga a la construcción del proyecto 

político, a las instancias insttiucionales que organizan ese proyecto y articulan los intereses 

de los distintos actores locales.
11

 

En tercer lugar, las miradas que ponen de relieve la dimensión sociocultural se 

interesan por el sustrato social de los actores e instituciones locales, por las estructuras 

socioeconómicas que los generan y por las características que asume la acción colectiva en 

estos procesos. El sujeto de la dinámica del cambio se ubica, en este enfoque, en la 

sociedad local, una colectividad asentada en un área territorial delimitada, con cierto nivel 

de autoorganización y de autoconciencia (Arocena, 2002; Coraggio, 1997). Los 

componentes identitarios también asumen relevancia en esta configuración, aspecto que 

junto con la apropiación cultural del territorio y la consiguiente significación del sistema de 

relaciones sociales en torno a la localización del grupo poblacional, constituyen factores de 

similar importancia que la estructura económica social.
12

 También cabe ubicar en esta 

perspectiva a las elaboraciones que hacen hincapié en la lógica de “abajo hacia arriba” que 

debería caracterizar al desarrollo local, en los basamentos populares que deberían sostener 

los procesos y, por lo tanto, la preocupación por la equidad en sus resultados.
13

 

En síntesis, los estudios sobre desarrollo local tuvieron una destacada difusión en la 

década de 1990 en el conjunto de América Latina, encuadrados en una mirada que 

cuestionaba el papel central que había desempeñado el Estado nacional hasta entonces y 

proponía jerarquizar la intervención de sectores no estatales inscriptos en la escala local 

en la elaboración y gestión de las políticas públicas. Como se puede advertir, dentro de este 

encuadre general cabe encontrar diferentes lecturas respecto de la conformación de los 

actores locales no estatales y, en especial, respecto de la relevancia del papel que podrían 

jugar los actores de la sociedad civil en esas dinámicas de concertación. 

Es de interés remarcar que, puesto que se trataba de un enfoque orientado a la 

promoción de procesos de desarrollo económico y social, el marco estratégico propuesto se 

sustentaba principalmente en mecanismos propios de la perspectiva de la concertación, 

retomando la visión histórica que concebía a la interacción en términos de negociación de 

intereses sectoriales, por fuera de las disputas políticas en torno a las decisiones de escala 

                                                
11

 En esta línea, cabe destacar el pensamiento de Boisier, quien postula que el desarrollo territorial depende 

del capital sinergético, concepto que hace referencia a “la capacidad societal de promover acciones de 

conjunto, dirigidas a fines colectiva y democráticamente aceptados, con el fin de obtener un resultado donde 

el producto final sea mayor que la suma de las partes” (Boisier, 2000: 280)(. Una mirada más compleja sobre 

la dimensión institucional del desarrollo local se puede encontrar en Marsiglia y Pintos, quienes se preocupan 

por analizar “la construcción de ámbitos de encuentro, intercambio horizontal y concertación de intereses 

entre actores” en relación con “los contextos institucionales que los favorecen”. El nivel de institucionalidad 

existente en un territorio se determina por la cantidad y actividad de las instituciones de la región, el grado de 

articulación interinstitucional e intersectorial y el compromiso de las organizaciones con el desarrollo local. 

Estas variables permiten caracterizar a los territorios de acuerdo a su grado de dinamismo, e identificar las 

líneas de acción prioritarias para cada uno (Marsiglia y Pintos, 1997: 94). 
12

 Al respecto, Arocena señala: “No es posible la existencia de procesos exitosos de desarrollo local sin un 

componente identitario fuerte que estimule y vertebre el potencial de iniciativas de un grupo humano” 

(Arocena: 2002: 28). 
13

 Al respecto, Coraggio (1997) propone una visión del desarrollo local centrada en la conformación de un 

sistema de economía popular, orientada no a la acumulación, sino a la reproducción ampliada de la vida. 



17 
 

general. Así, términos como “concertación público-privada”, “negociación de intereses”, 

aparecen frecuentemente en los textos sobre experiencias de desarrollo local, tanto los que 

claramente se inscriben en la vertiente economicista,
14

 como los que se inclinan hacia una 

perspectiva institucional o sociocultural.
15

 En consecuencia, como resultado de la 

aplicación de estos modelos y de los estudios realizados desde este enfoque sobre 

experiencias de intervención de actores no estatales en los procesos de política, se han 

instalado términos como “mesas de concertación”, “alianzas estratégicas”, “instancias de 

articulación multiactoral”, etc.
16

 

Puesto que el sentido principal de estos textos estaba enfocado, en esos años, a 

instalar esta perspectiva en el debate sobre el diseño de las políticas de desarrollo, los 

trabajos mostraban una fuerte inclinación normativa (que remarcaba la necesidad de 

adoptar este modelo) o prescriptiva (orientada a detallar las estrategias a aplicar para lograr 

esos objetivos). Los escasos estudios aplicados tendían, en general, a concentrarse en la 

descripción de casos exitosos, o “buenas prácticas”, como ejemplos para su replicación. 

En la Argentina, la producción analítica sobre políticas de desarrollo local resulta 

menos relevante que en otros países latinoamericanos, situación que seguramente refleja el 

relativo nivel de penetración y sostenimiento que han logrado estas modalidades de 

intervención pública en nuestro país. Los estudios más antiguos se entrelazaron con la 

fuerte corriente de trabajos que circularon a fines de la década de 1990 en el ámbito 

académico y técnico, que tenían por objetivo instalar en la agenda una estrategia alternativa 

de crecimiento económico y desarrollo social posible, en el marco de las dinámicas 

recesivas derivadas de las políticas neoliberales de fines del siglo pasado. Por consiguiente, 

los escasos trabajos que se elaboraron en esa época se apoyaban en el enfoque normativo 

que acompañó a la emergencia de esta temática. Es así que estos escritos, publicados en 

torno al año 2000, comenzaron con elaboraciones que apuntaban a poner de relieve el valor 

de la escala local y la concertación de los actores públicos y privados como ámbito de 

referencia para las políticas públicas. 

La mayoría de los textos que se editaron en esos años tuvieron el propósito de 

adaptar los preceptos del desarrollo local a la realidad argentina, sistematizando 

experiencias de interacción de actores desde esa perspectiva (Llorens, Albuquerque y Del 

Castillo, 2002; Burin y Heras, 2001; Bacalini y Ferraris, 2001) o elaborando guías 

prescriptivas (Arroyo, 2003). 

Otras producciones posteriores complejizaron la mirada, ya que si bien conservaron 

el carácter indicativo, se interesaron por analizar las condiciones particulares del contexto 

                                                
14

 Cabe mencionar, como ejemplo, la definición que utilizan Llorens, Albuquerque y Del Castillo para 

identificar “casos” de desarrollo local para incluir en un documento del Banco Interamericano de Desarrollo: 

“Procesos de concertación público-privada de actores territoriales para la ejecución de las actuaciones que 

cuentan con una formulación o programación estratégica de los procesos de desarrollo local” (Llorens et al., 

2002). 
15

 Una de las principales publicaciones latinoamericanas orientadas a la promoción del desarrollo local de 

base social, Pobreza Urbana y Desarrollo, del IIED, dedica un número entero al tema “concertación y 

negociación”, donde se expresa que “la concertación, entendida como el conjunto de reglas y procedimientos 

que permiten la negociación de intereses distintos de diversos actores (los que existen en el espacio local) y 

por ende la canalización del conflicto […], permite el encuentro de los distintos actores sociales, de sus 

prácticas y de sus intereses particulares en torno al desarrollo local” (Ballón y Zeballos, 1998: 29). 
16

 Ver, al respecto (Clemente (1999) y (Tamargo (2002). 
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argentino, remarcando la importancia de la dimensión social del desarrollo local. Este 

último aspecto suponía un modelo de gestión con participación de los actores y la 

articulación con instrumentos de política social (Arroyo, 2003). Pero además, esas 

producciones hicieron un detalle de las características económicas, sociales e 

institucionales de los municipios de nuestro país (Madoery, 2001; García Delgado (1997). 

La visión de Coraggio (1997) sobre el desarrollo local se ubica en una posición más 

claramente crítica, advirtiendo que en el marco de la globalización capitalista, el modelo de 

desarrollo endógeno puede convertirse en un instrumento de competencia entre ciudades 

que profundice la distancia entre regiones incluidas en los circuitos globales y otras 

excluidas de esos beneficios, agudizando así la desigualdad socioterritorial. Como 

alternativa a este modelo, el autor propone fortalecer la economía popular,
17

 y una 

estrategia de fortalecimiento de la coordinación de los subsistemas de economía pública, de 

mercado y popular. 

En síntesis, en sus momentos iniciales el debate argentino en torno al desarrollo 

local se ubicó, en términos generales, en el marco del reconocimiento del valor de los 

procesos territoriales y la articulación de actores, dos principios que implicaban un corte 

importante con la tradición desarrollista argentina. Dentro de ese entorno, cabía encontrar 

un abanico diverso de posiciones, algunas de las cuales estaban más ligadas a la difusión 

del modelo en los países desarrollados, mientras que otras buscaban poner en diálogo a la 

realidad argentina con algunos de sus principios. 

Partiendo de un enfoque que también se asienta en la jerarquización del escenario 

local, los modelos de la planificación estratégica sostienen, como lo hacen las visiones del 

desarrollo local, el foco en la interacción de los actores locales, sociales y estatales como 

fuente de los procesos de transformación. A partir de las elaboraciones fundantes de Matus 

(1983), se generó un modelo de intervención cuyos principales expositores en el ámbito 

académico son Poggiese (2000), y Redin y Morroni (s/d). 

Así, la combinación de estos principios con la perspectiva del desarrollo local en un 

contexto de democracias ya instaladas da lugar a un modelo de planificación estratégica 

aplicada a procesos sociourbanos, es decir, al desarrollo de las ciudades. Además, ese 

modelo incorpora de manera más explícita el componente participativo en la elaboración 

del plan, en el marco de una visión orientada hacia la ampliación del proceso democrático. 

Se trata de una perspectiva que pone especial atención sobre los aspectos institucionales y 

metodológicos del proceso, que lleva a sus autores a definirlo como “interdisciplinario, 

multisectorial, participativo, procesual y cogestivo” (Poggiese, 2000; Redin y Morroni, 

s/d). La interacción de los actores sociales y estatales en torno a la elaboración e 

implementación de los planes estratégicos debe enmarcarse en “escenarios formalizados de 

planificación de gestión”, que pueden asumir la forma de “redes mixtas 

sociogubernamentales”; mientras que el desarrollo de los proyectos que surjan de estos 

planes debería ser manejado por instancias de “gestión asociada”. 

Puede afirmarse que los modelos de planificación participativa que se apoyan en el 

enfoque estratégico han contribuido con aportes muy valiosos al despliegue de políticas 

                                                
17

 Para Coraggio, la economía popular o economía del trabajo designa a un subsector de la economía 

compuesto por  unidades domésticas y sus redes de circulación de bienes, servicios e información, cuya 

racionalidad principal es garantizar la reproducción ampliada de la vida (Coraggio, 1999). 
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públicas formuladas en el marco de estructuras de interacción entre el Estado y la sociedad 

civil, proveyendo un esquema de intervención pautado y detallado que resulta útil para 

aplicar a procesos de escala local. Su preocupación por los diseños metodológicos de dichas 

intervenciones, sin embargo, corre el riesgo de asimilar de manera un tanto estrecha a la 

participación con los instrumentos y métodos participativos elaborados por los 

planificadores, desdibujando los componentes más políticos y/o conflictivos de la 

participación en el diseño e implementación de las políticas. 

Resulta interesante, en este punto, establecer un paralelo entre los sentidos e 

implicancias del concepto de gestión asociada con el término “concertación”, que 

representa la estrategia clave del modelo de desarrollo local. Estos dos conceptos, si bien 

permitieron identificar –y a la vez, promover– las nuevas experiencias de gestión pública 

que incluían a actores no estatales en el proceso, constituyen maneras de nombrar a las 

formas de interacción entre el Estado y la sociedad civil propias del momento histórico en 

que fueron formulados, y llevan impresa la marca de su época en dos sentidos. Por un lado, 

estas definiciones ponen el énfasis en el aspecto procedimental de la articulación, en las 

dinámicas de funcionamiento de la interacción, dejando invisibilizado, así, el marco 

institucional y de orientaciones societales que da sentido al desarrollo de este tipo de 

prácticas. La gestión asociada llegó de la mano de los programas sociales focalizados y 

asistencialistas, y la concertación se presenta como estrategia de los programas de 

desarrollo local, que solo aspira al desarrollo económico localista. Por otro lado, estos 

conceptos imaginan a las partes que intervienen –el Estado, la sociedad civil, el sector 

privado– como “actores” paritarios que portan niveles de representación y autoridad 

semejantes, reduciendo así al Estado y a la sociedad civil a la dimensión organizacional de 

esos niveles (o sea, solo aparato y asociaciones), y además, negando el sentido político de 

la institución estatal como forma de organización de lo público. 

2.2.3. Los “nuevos movimientos sociales” y la diversificación de las formas de 

interacción 

La emergencia de los nuevos movimientos sociales, que tuvo lugar tanto en los países 

desarrollados como en América Latina en torno a los años 1980, sorprendió a los analistas de 

la época porque expresaba una ruptura significativa con las estructuras de participación 

política que habían organizado la relación entre el Estado y la sociedad a lo largo del siglo 

XX. El adjetivo “nuevo” cobra trascendencia en esta problemática, puesto que intenta 

comprender a un conjunto diverso y heterogéneo de manifestaciones sociales que no se 

corresponden necesariamente con el “sujeto histórico” de la tradición política de izquierda. El 

reconocimiento de estas otras formas de participación política transformadora tiene especial 

importancia para la situación latinoamericana, donde, como señala Calderón, es difícil 

encontrar clases puras, y los sujetos poseen diversas adscripciones desde las cuales organizarse 

para intentar modificar las condiciones económicas y políticas de la sociedad a la que 

pertenecen. Esta diversidad organizacional incluye “desde formas orgánicas de acción social 

por el control del sistema político y cultural, hasta modos de transformación y participación 

cotidiana de autoproducción societal” (Calderón, 1986: 332). 

La novedad de estos movimientos, entonces, también radica en una nueva 

modalidad de interacción con el Estado: demandas públicas desde instancias autónomas del 

Estado y también del sistema político, orientadas a influir en el diseño de las políticas 

públicas con vistas a tomar en cuenta problemáticas hasta entonces no consideradas, que no 



20 
 

se encuadraban en la disputa del trabajo frente al capital, pero tampoco suponían un 

cuestionamiento radical al sistema capitalista. 

El desenvolvimiento posterior de estos movimientos, durante la década siguiente, 

siguió en parte un camino marcado por las condiciones sociales y político-institucionales 

que pautaron la relación entre el Estado y la sociedad civil en el período neoliberal: su 

progresiva institucionalización en pos de su incorporación a las estructuras de interlocución 

política, y una multiplicación de instancias organizativas, con variados formatos y 

posiciones políticas. Si se analiza el desarrollo posterior de los movimientos sociales que en 

los años 1980 habían revolucionado el escenario político, se verá que esa movilización se 

fue consolidando en marcos institucionales integrados al sistema, dando así lugar al 

nacimiento de múltiples organizaciones no gubernamentales. El tránsito por este recorrido 

no suponía, necesariamente, una integración ideológica al sistema económico y político 

propio del modelo neoliberal, puesto que la trama organizativa que surgió en esos años 

sostuvo la movilización en torno a las cuestiones que le dieron origen –el género, el medio 

ambiente, los derechos humanos, los problemas urbanos, etc.–, pero su accionar tendió a 

encuadrarse en estrategias menos confrontativas y más ajustadas a los mecanismos de 

procesamiento político e institucional de cada una de esas problemáticas. 

2.2.4. En síntesis: las dos vertientes participativas surgidas en el período 

neoliberal 

Sintetizando, ante la profundización de la crisis económica asociada con las 

políticas de ajuste estructural que daban por resultado un aumento sostenido de la pobreza, 

la intervención social del Estado se redujo a programas focalizados, que requirieron de la 

participación de instancias de la sociedad civil en su implementación. En paralelo, la 

redemocratización de la sociedad hizo emerger demandas y problemáticas novedosas, 

sostenidas públicamente por movimientos que buscaron diferenciarse nítidamente de las 

instituciones políticas y económicas preexistentes, reorganizando así la estructura de la 

sociedad civil. En resumidas cuentas, la reestructuración societal que trajo la globalización 

redefinió los papeles del Estado y de la sociedad civil –como también del marcado, claro–, 

y abrió las puertas a una intervención mucho más amplia, a la vez que más heterogénea, en 

los procesos de formulación y gestión de políticas públicas. 

Los modelos de interacción entre el Estado y la sociedad que circulaban en esta 

época llevaban impresa las orientaciones neoliberales que promovían la desjerarquización 

de lo público y del Estado, frente a la vitalidad de los actores privados y de la sociedad 

civil. El panorama que cabía encontrar en la década de 1990 daba cuenta de la 

complejización de las formas de interacción entre el Estado y las organizaciones de la 

sociedad civil, originando la proliferación de instancias de participación de la sociedad en 

las políticas públicas. Los formatos institucionales que organizaban la interacción variaban 

tanto en relación con la cuestión que los convocaba, como con la modalidad de vinculación 

establecida entre la institución estatal y los actores sociales. 

Las trayectorias posteriores de los modelos participativos surgidos en ese marco 

promovieron la ampliación de la agenda política e institucional en dos vertientes 

principales. Una de ellas, consistente en el incremento de la participación de las 

organizaciones en el proceso de políticas estatales, especialmente en el campo de la acción 

social, comprometió tanto a las organizaciones de la sociedad como al Estado, en un 
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extenso abanico de políticas públicas. El otro camino fue resultado del fortalecimiento del 

principio de autonomía frente a los poderes públicos, que sostuvo la necesidad de mantener 

la relación de exterioridad de las organizaciones respecto de las políticas públicas, dando 

así lugar al desarrollo de las estrategias de incidencia o, en su versión más confrontativa, 

los movimientos de protesta. Ambas modalidades de interacción siguieron presentes, 

aunque con algunos cambios, hasta la actualidad. 

2.3. La crisis: de la movilización social a la participación en la gestión de 

políticas sociales 

La respuesta de la sociedad a la crisis social, económica y política que se fue gestando 

durante la década de 1990 significó la aparición, en el escenario político argentino, de 

formas de acción pública diferentes a las que habían articulado las demandas sociales 

durante buena parte del siglo XX. En un momento en que la confianza de la sociedad en la 

representatividad del sistema político estaba fuertemente debilitada, y el movimiento 

sindical agregaba a esta falta de credibilidad las incapacidades para representar demandas 

originadas en la desocupación, emergió en la escena pública la movilización directa de 

grupos de sectores populares afectados por la crisis. 

El movimiento de desocupados, originado en los sectores sociales más perjudicados 

por las políticas de ajuste –es decir, los que perdían el empleo–, encarnaba la primera 

acción de protesta contra el modelo neoliberal establecido como pensamiento único a 

comienzos de la década de 1990. En este contexto surgieron las primeras intervenciones 

públicas de organizaciones de desocupados en localidades del interior del país afectadas por 

la privatización de las empresas estatales y la consiguiente reducción de fuentes de trabajo. 

Pronto se reproducirían en las amplias regiones también empobrecidas del Gran Buenos 

Aires (Svampa y Pereyra, 2003; Massetti, 2006). 

Es así que esta movilización que conmovía la vida política y social nacional 

convocó pronto el interés del mundo académico e intelectual de nuestro país, dando lugar a 

una importante corriente de estudios enmarcados en la perspectiva de análisis de la protesta 

social. Sobre la base de las contribuciones teóricas al estudio de los movimientos sociales 

realizadas por autores norteamericanos y europeos, particularmente Tilly y Mellucci, se 

instaló en el debate académico argentino una lectura del fenómeno que lo inscribió en el 

marco conceptual de la acción colectiva. Siguiendo a esos autores, los analistas argentinos 

del movimiento de desocupados tendieron a estructurar la comprensión del fenómeno en 

términos de algunas categorías clave: el espíritu contencioso de la movilización, la variedad 

de repertorios de acción puestos en acto, y la relevancia de la dimensión simbólica e 

identitaria del proceso. 

Se generó, así, una línea de estudios interesados tanto en destacar la relevancia 

política de este nuevo fenómeno social, como hacer visibles las rupturas y continuidades 

que el movimiento tenía en relación con la tradición de participación política argentina. En 

este sentido, los estudios encontraron en el emergente movimiento de desocupados algunas 

pautas que lo ponían en relación con la trayectoria de los movimientos sociales, 

demarcando una línea histórica de formas de activación social y política contrahegemónica 

que podían ser conceptualizadas, según la mayoría de los autores, en el marco de análisis de 

la acción colectiva. La generalizada aplicación de este concepto como marco de 

comprensión del movimiento piquetero expandió los canales de interpretación del 
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fenómeno, estableciéndose así otras identificaciones entre la movilización de los 

desocupados y los movimientos sociales de la década anterior. 

Una de las afinidades señaladas se refiere a su estructura organizativa de tipo 

asamblearia (Svampa y Pereyra, 2006), que los distinguía nítidamente de la modalidad 

jerárquica y poco transparente que caracterizaba a las instituciones políticas y sindicales de 

las últimas décadas. Otro punto de contacto era la tensión entre la afirmación de la 

autonomía, por un lado, y los alcances de la interacción con el Estado, por el otro. La 

vocación autónoma estaba presente también en el resguardo de una lógica de toma de 

decisiones basada en mecanismos y procesos autogenerados, así como en la separación que 

la mayoría de las organizaciones establecían respecto de las estructuras políticas 

preexistentes (Delamata y Armesto, 2005). Pero al mismo tiempo, al focalizar las demandas 

por la falta de empleo en la exigencia de subsidios de los planes estatales de empleo o de 

los programas asistenciales, se establecía una relación de dependencia de las organizaciones 

con respecto al Estado (Svampa y Pereyra, 2006), que afectaba los principios de 

independencia que estaban en la base de la movilización. 

El análisis de Manzano se propone matizar esta interpretación, señalando que en el 

interior de los mecanismos de gestión que en efecto subsumían parcialmente la lógica de 

lucha originaria de las organizaciones, tenían lugar prácticas de “resistencia y 

consentimiento”, particularmente en cuanto a la modalidad tecnocrática que utilizaba la 

política social para vincularse con los destinatarios de sus prestaciones (Manzano, 2007: 

163). 

Otros argumentos también se interesan por reconstruir la ligazón de estos 

movimientos con otras prácticas políticas populares previas, y es así que ponen en 

evidencia que las organizaciones de desocupados se insertaron en una tradición preexistente 

de articulación política territorial. En especial en los barrios populares del Gran Buenos 

Aires, como se señaló en apartados anteriores, la trama barrial era la base de organizaciones 

de vecinos, con diverso grado de identificación con los partidos políticos, pero con una 

posición fuerte, como canales de interlocución con el Estado (Svampa y Pereyra, 2006). 

Para algunos estudiosos, la tradición asociativa de la organización barrial que articulaba las 

demandas ante el poder público y del referente barrial como líder de las agrupaciones, 

presente en las bases del movimiento de desocupados, llevaba a poner en duda la efectiva 

vigencia de lógicas horizontales y autónomas en estas agrupaciones (Manzano, 2007).
18

 

Para otros, la lógica territorial de la organización suponía una “reterritorialización”, en el 

sentido de construcción de nuevos sujetos políticos territoriales (Delamata y Armesto, 

2005). 

Por otro lado, los estudios enfocados en este fenómeno también se empeñaron en 

poner de relieve el carácter novedoso y disruptor del movimiento, que no solo instalaba en 

el escenario político una voz de protesta activa que hacía visible la cara negra del modelo 

de crecimiento de los años 1990, sino que además lo hacía a través de modalidades de 

acción y en torno a demandas poco conocidas en la tradición política argentina. 

                                                
18

 Esta autora identifica las experiencias históricas que, a su juicio, configuran la tradición sobre la cual se 

apoya este movimiento: las ocupaciones de tierra en la década de 1980, las iniciativas de los centros 

eclesiales de base, proyectos y estrategias sindicales alternativas que ya habían incluido a la cuestión de la 

desocupación dentro de sus agendas, y la estructura de gestión de las políticas sociales asistencialistas 

(Manzano, 2007). 
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Los modos de expresión pública de las demandas constituía, sin duda, la innovación 

más destacada por los analistas, ya que el “corte de ruta” y la ocupación de espacios 

públicos fueron vistos como prácticas originales, que combinándose con otras prácticas y 

modelos organizativos recuperados de experiencias previas –como el funcionamiento 

asambleario y el trabajo territorial–, daban cuenta de la expansión de los repertorios de 

acción tradicionales de las movilizaciones populares (Svampa y Pereryra, 2003, 2006). 

En el mismo sentido, la mayoría de los autores hace referencia al contenido de las 

demandas del movimiento. Como se ha señalado antes, la protesta estaba enfocada a 

denunciar la falta de empleo que resultaba de la declinación de la actividad económica y las 

políticas de ajuste neoliberal. Pero la traducción de ese conflicto en términos de una agenda 

de reivindicaciones precisas, orientadas al Estado, se convirtió en la demanda de asistencia 

estatal para morigerar el efecto de la desocupación. Presionadas por las necesidades de la 

sobrevivencia cotidiana, las demandas de las organizaciones fueron en parte modeladas por 

la oferta de la política social del momento, consistente en programas de empleo –que en 

realidad encubrían subsidios de asistencia– cuya estructura involucraba a organizaciones 

comunitarias en la gestión. 

La expansión de la distribución de subsidios asistenciales o de desempleo a través 

de las organizaciones de desocupados fue reforzando la vinculación de estas agrupaciones 

con el Estado, en el marco de la gestión de las políticas sociales. Se fue configurando así 

una estructura de interacción que ubicaba a los movimientos dentro del proceso de 

implementación de las políticas estatales, un modo de interacción de variadas aristas que 

fue objeto de diversas interpretaciones. 

Algunos autores consideran a este proceso como la respuesta posible, dado el 

contexto socioeconómico, a la agudización de la problemática socioeconómica (Svampa y 

Pereyra, 2006). Otros investigadores plantean que, dadas estas condiciones, el movimiento 

jugaba una doble estrategia: de protestas públicas para demandar recursos, por un lado, y de 

desarrollo de emprendimientos económicos y tareas comunitarias de asistencia, por el otro 

(Bergel, 2003; Manzano, 2004). Complementando esta mirada, algunos análisis ponen en 

evidencia que la demanda de recursos resultaba central para atender las necesidades de 

sobrevivencia de la población que conformaba las agrupaciones, pero a la vez, tenía 

propósitos políticos, ya que funcionaba como un incentivo importante para la expansión y 

el fortalecimiento de las organizaciones (Massetti, 2010; Svampa y Pereyra, 2006). 

Se plantean entonces reflexiones diversas acerca de los efectos de esta tensión en el 

desarrollo político del movimiento de desocupados. Algunas de esas lecturas indican que 

ese desarrollo significó la subordinación de las lógicas de acción del movimiento social a 

las orientaciones vigentes de la política pública neoliberal, debilitándose así la autonomía 

del movimiento social (Manzano, 2007). La institucionalización que se deriva de este 

derrotero es el resultado esperable de un movimiento que, desde su origen, estuvo enfocado 

principalmente en la demanda de recursos, señala Massetti (2010). 

La trayectoria de este movimiento que surgió como una movilización de protesta, 

pero que reclamaba intervención en las políticas públicas para conseguir recursos, da lugar 

a interpretaciones diversas. Los análisis toman nota de esta tensión que alejaba a las 

agrupaciones de desocupados del modelo ideal de movimiento social confrontativo y 

autónomo (que imaginaban los teóricos de los nuevos movimientos sociales), a la vez que 
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impedía que fueran ubicadas sin más bajo el rótulo de organizaciones comunitarias, dado el 

sentido político de su accionar. Reconociendo esta ambigüedad, Svampa y Pereyra (2006) 

proponen considerarlo un “movimiento social urbano, de tipo reivindicativo” antes que “un 

movimiento social antagónico, portador de nuevas orientaciones socioculturales o un 

contraproyecto societal”; y Delamata y Armesto (2005) concluyen que su lucha no está 

dirigida a transformar las lógicas de funcionamiento del sistema político. 

Este entrelazamiento de tradiciones políticas reivindicativas con prácticas de acción 

colectiva innovadoras, junto con un modo de funcionamiento interno que ofrecía vías 

alternativas de integración a grandes conglomerados de población que enfrentaban procesos 

de exclusión social, dieron lugar a la construcción de una mirada, muy difundida entre los 

intelectuales que se interesaron por este fenómeno, acerca de la importancia de la 

dimensión identitaria del movimiento de desocupados. Orientados por una perspectiva de 

cuño etnográfica, la mayoría de los analistas se interesaron por comprender los sentidos 

presentes en el movimiento, indagando en las subjetividades de los sujetos que encarnaban 

la movilización (Manzano, 2004 y 2007), buscando en la experiencia de la protesta los 

relatos que permitieran dar cuenta de la identidad colectiva de los participantes (Auyero, 

2000), o resaltando la importancia de la “identidad piquetera” como eje de comprensión del 

fenómeno (Svampa y Pereyra, 2006). Esta lectura encontraba soportes teóricos en algunas 

de las corrientes de análisis sobre la sociedad civil presentadas en el capítulo anterior. 

La relevancia del tema dentro del campo de los estudios sociopolíticos fue 

perdiendo fuerza a medida que, durante la primera década del siglo, el propio movimiento 

de desocupados fue reduciendo su presencia en el debate político nacional. El 

debilitamiento progresivo de esta movilización se explica, principalmente, por el cambio en 

las condiciones socioeconómicas que le dieron origen, es decir, la importante reducción de 

la tasa de desempleo a consecuencia de la reactivación económica de la última década. Ello 

pone en evidencia que la proyección política de esta trama organizativa estaba acotada 

dentro de los límites de la problemática que impulsó su activación. Este desarrollo hizo 

evidente que su potencial político contrahegemónico, la fuerza transformadora que, para 

algunas perspectivas, daba pie a su adscripción dentro del campo de los movimientos 

sociales, quedó reducido al discurso de algunas pocas agrupaciones que se ligaron con 

partidos políticos de izquierda (Delamata y Armesto, 2006). El grueso del movimiento 

quedó subsumido bajo el avance del proyecto político hegemónico posterior a la crisis: el 

kirchnerismo, cuyas políticas de recuperación económica fueron centrales para el 

mejoramiento en las condiciones socioeconómicas y además fue aglutinando en torno a su 

eje a los distintos espacios políticos de origen popular y peronista. Según algunas 

perspectivas, fueron también las propias limitaciones del movimiento las que impidieron 

que se constituyera en un actor de peso con representatividad en el escenario político 

nacional (Massetti, 2010). 

La interacción con el Estado, en todos sus niveles de gobierno, continuó entonces 

presente en el espectro de acciones públicas del movimiento, y a lo largo de la última 

década, fue asumiendo diferentes formas. Como relatan los investigadores que siguieron el 

desarrollo del proceso (Massetti, 2010; Delamata y Armesto, 2006; Manzano, 2007), 

algunas agrupaciones se fusionaron o convirtieron en partidos políticos, tanto en el campo 

de la izquierda como en el mundo peronista; muchas otras fueron institucionalizando su 

intervención en la gestión de políticas sociales, particularmente en el área de los 
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emprendimientos socioproductivos. Incluso, integrantes de las agrupaciones llegaron a 

tomar parte en la gestión de gobierno, con diferentes resultados. 

En síntesis, la experiencia participativa del movimiento de desocupados se presenta 

como una de las formas de interacción entre la sociedad civil y el Estado más significativas 

del momento de la crisis. Como experiencia de participación ciudadana, reunió a lo largo de 

su recorrido a las más variadas estrategias de interacción con el Estado, desde la protesta 

más confrontativa hasta la integración a los entramados de gestión de las políticas 

públicas; desde la autoorganización asamblearia y preocupada por la integración social de 

los miembros hasta la conversión en partidos políticos involucrados en el sistema político; 

desde posturas enfocadas en el reclamo por el acceso a derechos sociales hasta el desarrollo 

de prácticas asistenciales o de generación de autoempleo. La riqueza de los estudios que se 

han ocupado de este fenómeno expresan adecuadamente su heterogeneidad. 

5.2.4. Posneoliberalismo o la recuperación de lo público: las propuestas 

actuales de participación ciudadana local en la Argentina 

El fin de la década de 1990 significó para muchos países de América Latina y más 

claramente para la Argentina la apertura de un nuevo ciclo económico y político, diferente 

del encadenamiento de crisis económicas y políticas de ajuste que ocupaban el menú de 

opciones del modelo neoliberal, como ya se ha visto en capítulos anteriores. En los años 

siguientes, a medida que se contenían los efectos de la crisis y se rejerarquizaba la posición 

del Estado en la dirección del proceso, el escenario participativo iba asumiendo otros 

carriles, diferentes a los que organizaban la intervención social en las políticas de asistencia 

y a la movilización política que desencadenó la crisis de fin de siglo. 

En los comienzos del siglo XXI, la estabilidad económica se combinó con procesos 

de reactivación productiva, crecimiento económico, reducción del desempleo y de la 

pobreza. Estas condiciones estructurales iban a la par de políticas públicas que, con mayor 

o menor audacia, avanzaban en pos de la recuperación del papel del Estado en la actividad 

económica. En el plano de las políticas sociales, esta reorientación impactó con fuerza en 

nuestro país, reduciéndose la importancia de los programas asistenciales y focalizados, en 

pos de políticas de horizonte de universalización. 

La creciente complejización de la sociedad, resultado de múltiples factores, entre los 

que se destacaron la diversificación de formas de inserción social no ligadas a la relación 

laboral, como también el avance de la globalización y las nuevas formas de comunicación, 

llevaron a diversificar las demandas que articulan a la ciudadanía y sustentan las acciones 

de orden público en la sociedad civil. También las políticas públicas fueron sensibles a 

estos cambios estructurales, y los proyectos políticos que guiaron los gobiernos de muchos 

países latinoamericanos en esta última década, se apoyaron sobre conquistas ya 

incorporadas en relación con la vigencia de los mecanismos democráticos, para ampliar el 

abanico de derechos de ciudadanía e incorporar en su agenda problemáticas más diversas y 

complejas que las que eran posibles atender en momentos de crisis aguda. 

La relación entre la sociedad civil y el Estado adquirió una significación diferente 

en este marco, tanto en el campo de los modelos de políticas como en el plano de los 

enfoques teóricos y los estudios aplicados. Si bien los modelos previos siguieron aún 

presentes, puede afirmarse que en los diseños de política, en los debates ideológicos y 

políticos, y en el análisis académico ganaron lugar conceptos que interpretan esa relación 



26 
 

en un enfoque basado en la relevancia de lo público. De este modo, en paralelo con las 

transformaciones en el plano de las prácticas, también cabe advertir una reorientación en 

los enfoques de análisis que acompañaron la puesta en marcha de los mecanismos 

participativos en esta última década. 

Este apartado está dedicado a presentar una reseña sintética de la evolución que 

siguió este tema en la Argentina en los últimos años, tanto en lo relativo al desarrollo de 

modelos e instrumentos políticos novedosos como en lo referente a las contribuciones de 

los estudios académicos y técnicos sobre esas experiencias. A fin de ordenar la 

presentación, se organizaron los aportes relevados en dos secciones: la primera trata sobre 

los mecanismos de participación ciudadana, y la segunda se ocupa de los avances 

registrados en el campo del desarrollo local. 

2.4.1. Mecanismos de participación ciudadana 

La diversidad de experiencias de gestión participativa establecidas por gobiernos locales de 

nuestro país ha dado lugar a la elaboración de numerosos y variados estudios que 

contribuyen a alimentar el debate nacional sobre este tema. Múltiples espacios locales han 

puesto en marcha mecanismos participativos de diferente tipo, de variado grado de 

institucionalización, y enfocados en distintos campos de políticas. 

Un relevamiento de cierta magnitud, a escala nacional (CIPPEC, 2008), que revisa 

un universo variado de instancias de interacción entre el Estado y la sociedad civil, 

desarrolladas en nuestro país tanto a nivel provincial como municipal,
19

 da cuenta de la 

importante diversidad de mecanismos institucionales que sostienen estas iniciativas. El 

trabajo encuentra algunos pocos rasgos comunes: suelen estar regulados formalmente, están 

abiertos a la participación de la gran mayoría de las OSC, y generalmente son liderados 

desde el Estado, que pone en marcha el mecanismo y controla su implementación. También 

advierte que buena parte de la interacción entre actores sociales y estatales circula por fuera 

de estos dispositivos institucionales, una realidad considerada como una expresión de 

debilidad institucional de estos espacios. 

Por otro lado, cabe encontrar un conjunto interesante de estudios aplicados que 

describen experiencias particulares de creación de espacios de interacción multiactoral 

para la gestión de políticas sociales, para la atención de cuestiones de gestión urbana, y para 

la problemática de la seguridad, entre otros campos.
20

 Esos trabajos permiten dar cuenta de 

la amplitud del campo de prácticas participativas locales en nuestro país, pero su contenido 

se limita, en general, a reseñar el caso particular. Es decir, describen el proceso de la puesta 

en marcha y la implementación de las instancias participativas, para luego detenerse en un 

análisis de ciertas dimensiones centrales del caso estudiado: las condiciones históricas, 

políticas o sociales que les dieron origen; los logros y resultados obtenidos, las limitaciones 

                                                
19

 Este estudio analiza 40 casos municipales en 24 provincias, a lo que se agregaron cuatro estudios en 

profundidad: dos referidos a iniciativas provinciales (Tierra del Fuego y Formosa) y otros dos a experiencias 

municipales (Orán y Comodoro Rivadavia). 
20

 Entre muchos otros, cabe incluir en este grupo: Flores Monje (2010) sobre el Consejo de Asesor 

Económico, Social y de Planificación de Neuquén; Isla (2009) sobre las Mesas Participativas de Gestión 

Barrial en Quilmes; Martínez Villarroel (2009) sobre los Foros de Seguridad en Mendoza; Mirabella y 

Davicino (2009) sobre la Secretaría de Gestión y Participación de Rafaela; Polentini sobre la iniciativa 

popular en Paraná (2009); Sierra, Piovaroli et al. sobre un programa de promoción sociourbana en Morón, y 

Franco (2010) sobre diversas políticas en municipios de Río Negro; y Guimarey (2009. 
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encontradas, los desafíos que enfrenta la experiencia a futuro; y concluyen, en algunos 

casos, con recomendaciones acerca de su mejoramiento. 

Puede afirmarse que estos estudios realizan una contribución importante para el 

desarrollo del conocimiento del campo de la participación ciudadana local en la Argentina, 

por la producción de información empírica valiosa para la construcción de un panorama 

general, ya que superan el registro prescriptivo que caracterizaba a los escritos de décadas 

anteriores, que consistía sólo en enumeraciones de propósitos y recomendaciones para la 

acción. Sin embargo, los interrogantes que organizan el análisis están, por lo general, 

acotados dentro del margen de cuestiones que establecen los propios objetivos de las 

experiencias, esto es, las preguntas planteadas se inscriben, habitualmente, en una mirada 

evaluativa, solo interesada en estimar los resultados obtenidos por las experiencias en el 

plano de la amplificación de la participación de la ciudadanía. De esta manera, la 

perspectiva de análisis no puede despegarse de los postulados normativos que sientan las 

bases para los criterios de evaluación a considerar, y de esa manera se reduce la 

comprensión del proceso a este solo eje de análisis. 

Una perspectiva de análisis más compleja, de base predominantemente politológica, 

sustenta a otro grupo de investigaciones
21

 que examinan las experiencias participativas en 

el marco del contexto político de cada lugar. En particular, estos estudios iluminan la 

relación entre el desarrollo de estas políticas y las lógicas de legitimación política local, y 

su articulación con el régimen de democracia representativa. 

Interesan particularmente para nuestros propósitos algunas investigaciones que 

incluyen una mirada sobre la dimensión territorial de estos fenómenos, referidas a 

municipios del conurbano bonaerense. El trabajo de Moscovich (2008) señala que la 

territorialización de las políticas públicas y la crisis de legitimidad de la política 

representativa condujeron a la construcción de espacios de gestión compartida entre el 

Estado y las organizaciones de la sociedad civil, donde se expresa la tensión generada por 

el cruce entre la lógica participativa de la gestión y la lógica competitiva de la acumulación 

política. Por otro lado, el estudio de Carmona et al. (2011) analiza las dinámicas de los 

sistemas políticos territoriales en estos espacios locales, concluyendo que el alcance de la 

participación ciudadana no solo se explica por la existencia de modelos de gestión 

descentralizada, sino también por el grado de consolidación de la hegemonía política del 

partido de gobierno. Ambas investigaciones indican que, en el Gran Buenos Aires, la 

participación ciudadana en la escala local no puede ser comprendida al margen de la 

lógica de funcionamiento del sistema político local y de la estructura político-territorial de 

organización de la interacción entre Estado y sociedad. 

En tercer lugar, se difundió una cantidad relativamente elevada de artículos 

referidos al mecanismo de la auditoría ciudadana, resultado, principalmente, del 

importante despliegue institucional y territorial que ganó el Programa de Auditoría 

Ciudadana de la Jefatura de Gabinete de la Nación.
22

 La mayoría de estos trabajos, 

                                                
21

 Cabe mencionar en este conjunto a Nardacchione (2011), Annunziata (2011), Eberhardt (2009, 2010) y 

Quintar et al. (2009), entre otros. 
22

 Este Programa promovía de manera muy activa el desarrollo de auditorías ciudadanas y foros cívicos en 

gobiernos locales de nuestro país, con el objetivo de realizar evaluaciones participativas de la calidad 

democrática en gobiernos locales, a la vez que contribuir a mejorar la calidad de las prácticas democráticas. 
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elaborados por miembros del equipo de gestión del Programa, reiteran el estilo de los 

estudios de caso: consisten en una descripción de la experiencia, acompañada por el 

señalamiento de los logros y de las limitaciones, desde una mirada inserta dentro de la 

propia lógica del Programa. Un estudio de más amplio alcance sobre el desarrollo de esta 

iniciativa (CEDES, 2009) pone en discusión la complejidad de las dimensiones presentes 

en la asociación entre participación ciudadana y calidad democrática, señalando que en 

algunas iniciativas la democracia queda reducida al nivel político-institucional, dejando 

afuera las condiciones socioeconómicas que inciden en las modalidades de ejercicio de las 

prácticas democráticas. A la vez, propone asignar más relieve a las particularidades de los 

escenarios locales, al advertir la importancia de las trayectorias participativas particulares 

de cada territorio. 

El mecanismo de actuación más destacado en este campo es el presupuesto 

participativo local, experiencia que convocó a una cantidad relevante de estudios, lo que a 

su vez refleja la expansión destacada que está atravesando la aplicación de este instrumento 

en los municipios argentinos. Como informa una de las investigaciones de mayor alcance 

en cuanto a su cobertura, en los últimos años hubo 35 experiencias de presupuesto 

participativo municipal en nuestro país (Martínez y Arena, 2011). Este trabajo, junto con 

otros de similar enfoque (López Accotto, Martínez y Adaro, 2010a y 2010b) fueron 

promovidos por la Red Argentina de Presupuestos Participativos, y permiten construir una 

imagen bastante precisa del avance de la aplicación de este instrumento en nuestro país, de 

su alcance efectivo, la normativa que lo sostiene, los logros obtenidos, etc. Analiza 

asimismo la relación de este instrumento con otros mecanismos de participación ciudadana 

local existentes en esos municipios. Dado el origen institucional de esta producción, su 

contenido recorre varios registros: además de la información descriptiva a la que se hizo 

referencia, los documentos dan importancia al aspecto propositivo del escrito, es decir, 

buena parte del trabajo está orientado a fundamentar la importancia de adoptar el modelo, y 

otros segmentos destacados presentan recomendaciones acerca de los modos más 

apropiados para ponerlo en marcha, a lo que se agregan algunas referencia a las dificultades 

encontradas en las diferentes experiencias. 

Otro conjunto de producciones sobre experiencias de presupuesto participativo tiene 

por objeto sistematizar experiencias puntuales, es decir, relatar y analizar el desarrollo de la 

aplicación del presupuesto participativo en alguna localidad en particular.
23

 Muchos de 

estos artículos se limitan a la descripción del proceso, en general relatando la historia previa 

a la puesta en marcha del instrumento, y el detalle de las etapas de su implementación. 

Resulta pertinente señalar que, como se había anticipado, no todos los autores provienen 

del ámbito académico, sino que muchos de ellos son funcionarios locales involucrados en la 

propia política. 

Algunos estudios dan un paso más, analizando los logros y las limitaciones de estas 

experiencias (Iorio, 2010; Míguez, 2010), aunque manteniendo un criterio evaluativo. Son 

pocos los trabajos que problematizan esta mirada: el estudio de Pragier (2009) sobre la 

                                                                                                                                               
Esto, a su vez, impulsó la elaboración de varios estudios aplicados al respecto, como Azubel (2009), Escuder 

(2009), Pugliese (2009) y Righi (2009). 
23

 Cabe ubicar, en esta categoría, el trabajo de Iorio (2009) sobre el caso del municipio de San Martín; de 

Parra (2009) sobre Morón; de Andrade (2009) sobre San Miguel; de Pragier (2009) y de Puchet (2010) sobre 

la Ciudad de Buenos Aires; Rivera y Suárez (2009) sobre Villa María. y Santana (2009) sobre La Plata( 



29 
 

Ciudad de Buenos Aires, quien profundiza en las perspectivas de los ciudadanos 

involucrados y las tensiones políticas emergentes; un artículo de Barrau Vera et al. (2010) 

sobre Morón, quienes indagan en la brecha entre la postura participacionista del gobierno 

local y su efectiva apropiación por parte de los ciudadanos; y el trabajo de Carmona (2009), 

que revisa tres experiencias de Presupuesto Participativo en el Gran Buenos Aires, con el 

objetivo de establecer relaciones entre las características peculiares de cada experiencia y 

los estilos de gobierno y de gestión de cada municipio. 

En síntesis, la producción argentina de análisis de experiencias de participación 

ciudadana local constituye un buen reflejo de las orientaciones que siguió este modelo de 

políticas en la última década, y de la perspectiva que predomina hoy en la revisión de estas 

experiencias. En un contexto de creciente expansión y diversificación de las iniciativas 

participativas locales, impulsadas de manera no sistemática en distintos municipios y sobre 

campos de política diferentes, los estudios tienden a concentrarse en la descripción acrítica 

de los casos aislados. 

Como se ha visto, algunas escasas investigaciones buscan problematizar la relación 

de estas experiencias con el marco político institucional y social en que se desarrollan. 

Estos trabajos dan un paso superador, en el sentido de analizar los procesos en el marco de 

los desafíos de la dinámica de la legitimidad del sistema democrático, de las tensiones que 

produce la intersección de lógicas políticas con otras de gestión, y de las condiciones que 

establece la dimensión territorial / local de la articulación entre el Estado y la sociedad. Al 

ampliar la mirada más allá de la evaluación unidimensional de base normativa, este marco 

de análisis permite una mejor comprensión de la multidimensionalidad de los fenómenos 

estudiados. 

Sin embargo, aún en esta vertiente se indaga poco sobre las condiciones sociales, 

económicas y territoriales que enmarcan los procesos políticos de participación ciudadana. 

El grueso de esta investigación, de base politológica, se concentra en las dimensiones 

políticas de los procesos y deja de lado el contenido de las cuestiones en debate y las 

características de los actores implicados, así como la relación de los fenómenos 

participativos con la estructura socioeconómica y territorial, con el modelo de relación 

entre Estado  y sociedad, o con la orientación de las políticas vigentes. 

2.4.2. Estudios sobre desarrollo local y políticas socioproductivas 

Los análisis que se incorporaron al debate académico y técnico sobre el desarrollo local en 

estos últimos años exhiben, en general, una mirada menos comprometida con el modelo 

teórico que la sostenida en la década de 1990, en parte debido a que ya contaban con una 

masa crítica de experiencias efectivas sobre las cuales basar sus reflexiones. 

Algunos aportes buscan evidenciar la necesidad de inscribir la reflexión sobre el 

desarrollo local en un marco más amplio en cuanto a la escala de referencia. Ente ellos, 

cabe destacar los trabajos de Alejandro Rofman (2006) y Pírez (2006), que se proponen 

relacionar el desenvolvimiento de las experiencias de desarrollo local en nuestro país con el 

contexto socioeconómico y político nacional. El primero pone en cuestión la viabilidad del 

desarrollo local en una realidad nacional y global condicionada por las políticas 

neoliberales de ajuste estructural que regían en la década de 1990, mientras que el segundo 

analiza las condiciones que ofrece la estructura político-institucional fragmentada de la 

Región Metropolitana de Buenos Aires para el desarrollo de ese modelo. 
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Otros estudios apuntan a revisar el comportamiento de los gobiernos municipales 

argentinos en este campo. En esta línea, Villar (2007) y Altschuler (2006) analizan una 

cantidad importante de iniciativas municipales,
24

 concluyendo que los problemas que 

enfrentan estas experiencias se explican, en buena medida, por la debilidad institucional de 

los municipios y la dinámica fragmentada del Estado argentino. En un sentido semejante, 

Cravacuore (2006) encuentra en la desconfianza de los actores locales –en especial, los 

económicos– respecto de la actuación del sector público a uno de los principales obstáculos 

para la articulación público-privada, y por lo tanto, para las posibilidades de éxito de 

procesos de desarrollo local en un país que se ha caracterizado por un Estado-centrismo, 

particularmente de tipo nacional. Por su parte, Tecco (2006) se concentra en la evaluación 

de las capacidades de los gobiernos municipales argentinos que siguen organizado sus 

actividades en base a prácticas racional-burocráticas. En otro artículo del mismo volumen, 

Carmona (2006) analiza las experiencias argentinas a la luz de los principios de la 

gobernanza, concluyendo que este campo muestra resultados todavía diversos, y pone en 

evidencia los desafíos que deben enfrentar los municipios de nuestro país para asumir 

formas de gestión más adecuadas al desarrollo local. 

Un conjunto relativamente importante de trabajos más recientes se ocupa de 

procesos de desarrollo territorial a escala regional, describiendo experiencias de desarrollo 

rural o de articulación intermunicipal.
25

 Esto estaría confirmando las interpretaciones arriba 

mencionadas respecto de las limitaciones que presenta la escala municipal para avanzar en 

procesos de desarrollo endógeno territorial. 

Otros estudios, en cambio, se proponen matizar esta crítica caracterización de la 

actuación de los estados locales, poniendo de relieve que algunos municipios han logrado 

fortalecer sus capacidades de intervención en la promoción del desarrollo local, 

particularmente cuando se jerarquiza la dimensión social. En este sentido, Clemente y 

Girolami (2006) señalan que frente a la crisis socioeconómica de fin de siglo, algunos 

municipios, con mayor tradición de articulación con actores sociales, lograron reactivar 

instancias participativas preexistentes para canalizar la conflictividad social y ofrecer 

alguna respuesta a la situación de emergencia. Asimismo, un trabajo propio, referido al 

desempeño de los gobiernos municipales en la gestión de iniciativas de desarrollo local 

orientado a la inclusión social, resalta que algunos municipios pueden ampliar sus 

capacidades de formulación de políticas locales, que en los casos analizados se expresan en 

la iniciativa de “traducir” el modelo de desarrollo local para adaptarlo a las realidades del 

Gran Buenos Aires, convirtiéndolo en políticas socioproductivas, de promoción de la 

economía de pequeña escala (Adriana Rofman, 2006). 

Ese trabajo reflejaba, además, la importancia que estaban asumiendo los programas 

de promoción de emprendimientos socioproductivos en el marco de la agenda del 

                                                
24

 La investigación de Villar analiza 25 iniciativas de desarrollo local, y la de Altschuler sistematiza 

información referida a una muestra de 215 gobiernos locales. 
25

 Varios de los trabajos más recientes sobre experiencias de desarrollo local en la Argentina se refieren a 

actividades rurales: una cooperativa de producción citrícola en Corrientes (Altschuler, 2009); un proyecto de 

actividad caprina en La Rioja (Casalis, 2009); desarrollo rural en la región pampeana (Gorenstein y Napal, 

2007); desarrollo territorial en espacios rurales del norte (Manzanal y Arqueros, 2009); producción hortícola 

en Pilar (Feito, 2009). Otros trabajos se centran en experiencias de desarrollo microrregional: corredor 

intermunicipal en Salta (López Sastre et al., 2010); distrito metalmecánico del sudoeste bonaerense (Etcheber 

y Guillermo, 2010); microrregión en Entre Ríos (Nafria, 2009) y en Misiones (Panovi, 2009). 
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desarrollo local en nuestro país. Ello suponía ampliar la mirada respecto de los actores 

económicos, para darle relevancia a las actividades de la economía de subsistencia o 

popular: a los pequeños emprendimientos económicos de los sectores populares, como vía 

para asegurar el sentido de equidad social que debería implicar el desarrollo local, en un 

contexto de profunda crisis socioeconómica, como proponen Coraggio (2006) y Arroyo 

(2003). 

Las políticas socioproductivas procuraban potenciar las experiencias económicas 

informales que habían surgido como respuesta a la crisis, desde la perspectiva de la 

economía social.
26

 Se trataba de un diseño de políticas que cuestionaba la escisión de la 

política social y la política económica –un postulado de los programas asistencialistas del 

periodo neoliberal–, a la vez que ponía de relieve la importancia de las redes locales de 

pequeños emprendimientos productivos, como propuesta superadora del modelo de la 

microempresa individual. Se establecía así la dimensión territorial en los procesos de 

mejoramiento social y económico, y se insertaban las acciones de promoción 

socioproductiva en el horizonte estratégico del desarrollo local. En este sentido, la 

participación de los actores involucrados –los emprendedores, las organizaciones de apoyo, 

los gobiernos locales, etc.– constituye un eje estratégico de la propuesta, tanto en los 

postulados teóricos como en las prácticas de los actores. De esta manera, las intervenciones 

públicas en el campo social de la última década han jerarquizado la promoción de 

emprendimientos de economía social en el marco del desarrollo local,
27

 y las actividades 

económicas socioproductivas han ocupado un espacio importante en el accionar de las 

organizaciones de la sociedad civil de base territorial, configurándose así una línea de 

intervención socioeconómica basada en un diseño participativo. 

Reflejando este desarrollo, se multiplicaron los estudios dedicados a las 

experiencias socioproductivas durante la última década, interesados en analizar los distintos 

aspectos económicos, productivos, tecnológicos, sociales y políticos implicados en estas 

iniciativas.
28

 Para esta reseña, se considerarán solo aquellos trabajos pertinentes al tema de 

la investigación, esto es, los que se ocupen de la dimensión sociopolítica o institucional. 

En su momento inicial, los estudios sobre este campo de políticas se orientaban, 

preferentemente, al análisis de los marcos institucionales que aseguraban el sustento 

participativo de la implementación local del principal programa socioproductivo, el “Manos 

a la Obra”: los Consejos Consultivos provinciales y locales.
29

 Al respecto, Adriana 

Clemente (2004b) establece ciertas continuidades entre las nuevas instancias multiactorales 

                                                
26

 Para más detalle, ver Rofman (2006) y varios artículos disponiblen en línea, en : www. riless.org 
27

 Esta orientación está presente en el diseño de las políticas sociales que surgen a partir de la crisis del 2001: 

parcialmente en el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD) lanzado en el año 2002 para intentar 

paliar el empobrecimiento generalizado, a través de subsidios que implicaban algún tipo de contraprestación 

en trabajo; pero más decididamente en el Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social “Manos a la 

Obra” (PMO), puesto en marcha a principios del año 2004 por el Ministerio de Desarrollo Social de la 

Nación. Partiendo de un balance crítico con respecto a los programas sociales de los años 1990, el documento 

fundacional señala que “Manos a la Obra se propone consolidar los vínculos entre las organizaciones 

gubernamentales y de la sociedad civil, para ello es necesario integrar el capital social y el capital económico. 

Existen muchas experiencias asociativas, de redes de cooperación y articulaciones de organizaciones 

orientadas a la promoción social y económica”. 
28

 Ver, al respecto, disponible en línea: www.riless.org 
29

 Los Consejos Consultivos –nacional, provinciales y municipales– que se crearon primero en torno al 

PJJHD y pasaron luego a implicarse en la gestión del PMO. 
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y las experiencias previas de desarrollo comunitario, propias de los programas 

asistencialistas de la década de 1990, mecanismos que fueron retomados por algunos 

municipios para encauzar las acciones de emergencia. Sin embargo, parecería que estas 

condiciones de surgimiento marcaron fuertemente el desarrollo posterior de estas instancias 

de articulación, ya que según Clemente (2004b) y Arroyo (2004), sus competencias 

quedaron, de hecho, restringidas por el marco de emergencia social. Otros estudios 

identifican los problemas de gestión: definición de roles y funciones poco claras, escasa 

comunicación entre los consejeros y con los funcionarios públicos, precariedad de la 

asistencia técnica recibida, e información escasa y tardía desde las instancias superiores 

(Lupica, 2003; Feldman, 2003). Las tensiones y dificultades de gestión del Programa y de 

los municipios involucrados, según plantea Clemente (2005), afectaron sus capacidades de 

promoción efectiva de iniciativas asociativas productivas, y por lo tanto, el impacto 

redistributivo de la política. 

La interpretación del desarrollo local en clave de programas socioproductivos, y la 

relevancia de este tema en el campo de análisis sobre las políticas participativas, han 

mantenido parte de su vigencia a lo largo de la década. Varios artículos recientes se enfocan 

en este tema,
30

 aun si predomina una mirada concentrada en el caso particular (o en pocos 

casos). Se destaca, en este panorama, una investigación llevada adelante por el Instituto del 

Conurbano sobre una muestra importante
31

 desde la perspectiva de la economía social, que 

permite visualizar la diversidad de experiencias socioproductivas que había en marcha en 

nuestro país en ese momento. 

En síntesis, como se puede advertir, la producción académica sobre las políticas de 

desarrollo local en la Argentina es relativamente escasa, y ha tendido a declinar en los 

últimos años. La mayoría de los estudios han sido elaborados en los primeros años de este 

siglo, tomando como objeto experiencias que se desplegaron, principalmente, durante la 

década de 1990, en un contexto político y económico-social sumamente diferente al actual. 

Los trabajos más recientes muestran un perfil diferente, ya que se inclinan más hacia 

experiencias de escala regional, o que se apoyan más en la economía de subsistencia que 

en los sectores de alta productividad. 

Este recorrido estaría indicando que la transformación del contexto nacional en el 

último lustro, marcada por una dinámica de crecimiento económico a escala nacional y una 

rejerarquización del Estado nacional, creó un escenario muy diferente al que podían 

vislumbrar las ciudades argentinas en la década de 1990, generando así nuevas alternativas 

de desarrollo a la vez que problemáticas distintas. La declinación y reorientación de la 

producción analítica sobre el desarrollo local estaría reflejando, entonces, un 

redireccionamiento de las políticas locales participativas en el plano socioeconómico. 

                                                
30

 En el universo de trabajos recientes, una proporción destacable trata sobre proyectos socioproductivos en 

distintas localidades y provincias argentinas: uno ubicado en Formosa (Muracciole y Ortiz, 2009); otro 

artículo enfocado en una experiencia de capacitación situada en La Matanza, provincia de Buenos Aires 

(Rampello, 2009); otros dos referidos a casos de microcrédito en Rosario (Razzeti y Raggio, 2009) y Quilmes 

(Romero, 2009); y una cooperativa de trabajo localizada en la Ciudad de Buenos Aires (Hopp, 2011). Por 

último, cabe destacar un artículo que trata sobre una experiencia que combina ambas condiciones: un 

proyecto de promoción socioproductiva en cuatro microrregiones argentinas (Clemente y Lesnichevsky, 

2008). 
31

 Se trata de una encuesta aplicada a 623 emprendimientos asociativos de todo el país. Para más detalles, ver 

Instituto del Conurbano (2007). 
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Como se puede advertir, el derrotero que recorrió el modelo de desarrollo local en 

esta época de rejerarquización del Estado nacional en la Argentina se alejó del enfoque 

original asentado en el desarrollo de la competitividad local, poniendo en cuestión la 

pertinencia de la escala local y las capacidades de las instituciones estatales municipales 

para llevar adelante proceso de transformación endógena. Frente a este reconocimiento, se 

encontró en el formato de los programas socioproductivos una forma de adaptación del 

modelo de desarrollo local a las condiciones socioterritoriales del país en este momento. 

Las investigaciones que se interesaron en esta línea de acción mantuvieron, sin embargo, la 

mirada normativa que había acompañado las primeras formulaciones, por lo que la 

producción sobre el tema quedó restringida a una lectura de tono propositivo o evaluativa, 

mayormente sustentada en el enfoque de la economía social, que se apoya en supuestos 

preestablecidos acerca del sentido y los fines últimos de las experiencias. 

De este modo, podría afirmarse que este campo de análisis no se ha detenido a 

reflexionar críticamente acerca del sentido de los programas socioproductivos 

participativos en el marco de reconfiguración del Estado y de las políticas sociales de 

horizonte universalista, ni en las dimensiones políticas, tanto internas como en relación con 

otras dinámicas político-institucionales que atraviesan a las experiencias. 

2.5. En síntesis: una mirada crítica de los estudios sobre las experiencias y 

los modelos participativos.  

En este apartado se recorrieron los modelos y enfoques que guiaron la reflexión sobre la 

participación ciudadana en las últimas décadas en América Latina y, particularmente, en la 

Argentina. En esta reconstrucción histórica se evidencia que la propuesta de incorporación 

de la ciudadanía en los procesos de política pública cuenta con una trayectoria de cierta 

magnitud, a lo largo de la cual se formularon y aplicaron modalidades institucionales 

diferentes, originadas algunas en el campo estatal y otras en espacios de la sociedad civil. 

La multiplicación de estas experiencias fue acompañada, además, por la jerarquización de 

los ámbitos locales como escalas apropiadas para la interacción entre el Estado y la 

sociedad civil, lo que dio por resultado que las iniciativas participativas se concentraran 

preferentemente en espacios municipales y regionales. En paralelo, la historia de los 

enfoques académicos y políticos sobre el tema transitó por orientaciones también muy 

variadas, influidas por las concepciones sobre los modelos de desarrollo hegemónico en 

cada período. 

Es así que pensando en la historia más reciente, la realidad de la década de 1990 

estaba teñida por la deslegitimación del Estado y de la política, por lo que los análisis sobre 

los procesos participativos estaban influidos por enfoques que valoraban el avance del 

ámbito privado sobre el campo de lo social, y las experiencias empíricas con las que se 

enfrentaban estaban mayormente inscriptas en el marco institucional de las políticas 

sociales asistencialistas o los movimientos sociales críticos del sistema político. La 

explosión de la crisis instaló otro panorama, por el agravamiento de las condiciones 

socioeconómicas y la emergencia de nuevos actores sociales en la escena pública que 

ponían a la política y la economía en el centro del debate. Esa reorientación fue también 

acompañada por la repolitización de la perspectiva de análisis sobre el fenómeno. 

En los últimos años, siguiendo la orientación general de recuperación del sentido de 

lo público y del lugar del Estado nacional que viene marcando las dinámicas de interacción 
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entre el Estado y la sociedad en este nuevo siglo, las estrategias de participación 

ciudadana ganaron institucionalidad, tanto en el campo de las políticas sociales como en 

otras áreas. Cabría afirmar, por lo tanto, que los modelos participativos de política pública 

quedaron instalados en la estructura de políticas de nuestro país. También se afianzó su 

predominio en los espacios subnacionales, aun si la delimitación de esa escala ya no está 

reducida a lo local, sino que también abarca estructuras regionales. Por último, se advierte 

que las experiencias de participación cobraron una mayor ligazón con la esfera de la 

producción y reproducción económicas, así como con los debates políticos de la agenda 

nacional. 

Es decir, el contenido de la participación ciudadana de los últimos años ya no está 

reducido a experiencias microsociales, ni acotado al campo de las políticas asistencialistas, 

o limitado a los espacios locales. Junto con la expansión de las experiencias participativas 

en un abanico más amplio de cuestiones, se diversificaron notablemente los mecanismos 

institucionales que organizan la interacción de los actores de la sociedad civil con el 

Estado. 

Podría afirmarse, como cierre de esta revisión, que los estudios sobre este campo no 

han procesado aún la complejización del panorama que tuvo lugar en el plano de las 

prácticas. Es así que el marco de análisis de las experiencias continúa mayormente 

confinado en un enfoque descriptivo y acrítico, o un examen evaluativo de base normativa, 

que no profundiza en la relación de estas experiencias con el complejo de procesos sociales, 

políticos y territoriales que las atraviesan. 
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